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I. EL REPARTO COMPETENCIAL EN MATERIA LABORAL
EN EL ESTATUTO DE AUTONOMIA DE GALICIA: EL MARCO GENERAL

Con redaccién idéntica a la de los Estatutos catalan (art. 11.2) y de la
Comunidad Valenciana (art. 33.1), muy similar a la empleada por la Ley Or-
gdnica de Reintegracién y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra
(art. 58.1) y tampoco alejada en exceso de la del Estatuto andaluz (art. 17),
el Estatuto de Autonomia de Galicia procede, en su articulo 29.1, a asumir
para la Comunidad Auténoma gallega las competencias de ejecucién de la
legislacion del Estado en materia laboral que la Constitucién, en su articu-
lo 149.1.7.2, pone a disposicién de las Comunidades Auténomas.

Como bien se sabe, la Constitucién reserva a la «competencia exclusiva
del Estado» la que denomina «legislacion laboral», ofreciendo «su ejecucién»
a los «drganos de las Comunidades Auténomas», que, sin necesidad de dejar
transcurrir el plazo de cinco afios y reformar sus Estatutos como ordena el
articulo 148.2 del texto fundamental, se han adentrado, desde la aprobacién
inicial de sus Estatutos de Autonomia, «en el marco establecido en el articu-
lo 149» para ocupar los espacios de poder que en la compleja estructura de
dicho precepto no quedan expresamente retenidos por el Estado (art. 149.3).
Entre tales Comunidades Auténomas especiales o de primer grado se encuen-
tra Galicia, que caminé hacia el mayor grado o nivel de competencias del
citado articulo 149.1 a través del procedimiento excepcional de acceso a la
autonomia establecido en el articulo 151.2 de la Constitucién, con apoyo en
la dispensa concedida por su disposicién transitoria segunda a los territo-
rios que hubiesen plebiscitado afirmativamente en el pasado proyectos de
Estatutos de Autonomia.

En los términos propios del Estatuto gallego, lo que éste, como «norma
institucional bésica de la Comunidad Auténoma encargada de fijar «las com-
petencias asumidas» por ella «dentro del marco establecido en la Constitu-
cién» para la gestién de sus propios intereses [arts. 147.1 y 2.d) y 137 CE],
recoge, en concreto, para Galicia en el d4mbito material laboral son «las fa-
cultades, competencias y servicios que ..., a nivel de ejecucibn, ostenta actual-
mente el Estado respecto a las relaciones laborales, sin perjuicio de la alfa
inspeccion de éste». Excluye el propio Estatuto de estas facultades ejecutivas
auténomicas las materias de «migraciones interiores y exteriores», respecto
de las que reconoce la titularidad del Estado sobre todas las competencias
(segin el art. 149.1, regla 2.2, CE, la «nacionalidad, inmigracién, emigracién,
extranjerfa y derecho de asilo» son de la competencia exclusiva del Estado),
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y de «fondos de dmbito nacional y de empleo», que también quedan reserva-
dos plenamente al Estado; «sin perjuicio» en ambos casos, concluye el Esta-
tuto su regulacién en este extremo, «de lo que establezcan las normas del
Estado sobre estas materias».

El disefio del ambito competencial gallego en lo «laboral», complejo en
su misma formulacién y variado contenido como habra podido comprobarse,
precisa, por demds, relacionarse con otras prescripciones del cuerpo norma-
tivo interno del propio Estatuto: antes de nada, con la declaracién progra-
mdtica de su articulo 4.3, que incorpora «como uno de los principios recto-
res» de la «politica social y econémica» de la Comunidad Auténoma gallega
«el derecho de los gallegos a vivir y trabajar en su propia tierra». La actua-
cién politica ejecutiva de los poderes publicos gallegos sobre la legislacién
laboral estatal se inspirard, pues, en este peculiar principio vinculado dere-
chamente a uno de los rasgos especificos y sobresalientes del pueblo gallego:
la emigracién, cuya evitacién se pretende con el sefialamiento estatutario de
este fin al programa de accién autonémica. Resultard una obviedad sefialar
que esta tltima atenderd, necesariamente, a los principios proclamados por la
Constitucién (art. 9.1), algunos de los cuales —los expresados en el articu-
lo 9.2— reitera innecesariamente el Estatuto gallego en su articulo 4.2. Estos,
los «rectores de la politica social y econémica» (cap. III, tit. I, de la Consti-
tucién), y los especificos sobre la organizacién territorial del Estado con que
se abre al titulo VIII del texto constitucional, presiden y enmarcan el ejer-
cicio por la Comunidad Auténoma gallega de sus poderes de ejecucién de la
legislacién laboral del Estado.

En seguida, con su crucial articulo 37.3, segin el cual «las competencias
de ejecucién en la Comunidad Auténoma llevan implicitas la correspondiente
potestad reglamentaria, la administracién y la inspeccién»; afiadiendo el pre-
cepto que en el dambito de la materia laboral «el ejercicio de esas potestades
por la Comunidad Auténoma se realizard de conformidad con las normas
reglamentarias de caricter general que, en desarrollo de su legislacién, dicte
el Estado».

A continuacién, con el articulo 27, que atribuye a la Comunidad Auté-
noma gallega, «en el marco del presente Estatuto», competencia exclusiva
sobre la «organizacién de sus instituciones de autogobierno» (ndm. 1) y sobre
«la promoci6én del desarrollo comunitario» (ndm. 24), correspondiendo al
Parlamento gallego la potestad legislativa y a la Junta la potestad reglamen-
taria y la funcién ejecutiva (art. 37.2).

También, con su articulo 30, que reconoce a Galicia competencia «exclu-
siva», si bien «de acuerdo con las bases y la ordenacién de la actuacién eco-
némica general y la politica monetaria del Estado», para el «fomento y plani-
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ficacion de la actividad econémica en Galicia (nim. 1.1), y competencias de
«desarrollo y ejecucién en Galicia» de «los planes establecidos por el Estado
para la reestructuracién de sectores econémicos» (nim. 1.7).

Y, en fin, con su articulo 28.7, que otorga a la Comunidad Auténoma
gallega competencias de desarrollo legislativo y ejecucién de la legislacién del
Estado, «en los términos que la misma establezca», sobre las «entidades
cooperativasy.

Fijado el marco estatutario, el analisis del articulo 29.1 debe hacerse en
torno a las claves interpretativas que sobre el articulo 149.1.7.> CE propor-
ciona la jurisprudencia constitucional, ya que, como esta misma ha estable-
cido al sentar la prevalencia normativa (o principio de supremacia) de la
Constitucién en el seno del bloque de la constitucionalidad, «los marcos com-
petenciales que la Constitucién establece no agotan su virtualidad en el mo-
mento de la aprobacién del Estatuto de Autonomia, sino que continuaran
siendo preceptos operativos en el momento de realizar la interpretacién de los
preceptos de éste a través de los cuales se realiza la asuncién de competen-
cias por la Comunidad Auténoma» (1). El recurso, cuando sea necesario, a la
Ley del Proceso Autonémico (Ley 12/1983, de 14 de octubre), los Reales
Decretos de transferencias de servicios dentro de su conocida significacién
interpretativa subordinada a las previsiones constitucionales y estatutarias,
y la propia actuacién normativa de la Comunidad Auténoma gallega a partir
de aquella asuncién competencial, completara los instrumentos del andlisis.

II. DE LA POLITICA LABORAL DE EMIGRACION A LA MATERIA
LABORAL, Y EL INTERES ESPECIFICO DE LA COMUNIDAD AUTONOMA GALLEGA
POR EVITAR AQUELLA: EL PRINCIPIO RECTOR DE SU POLITICA SOCIAL
Y ECONOMICA RECOGIDO EN EL ARTICULO 4.3
DEL ESTATUTO DE AUTONOMIA

Las competencias que las Comunidades Auténomas pueden alcanzar en
el terreno laboral, segtin el reparto de funciones que la Constitucién opera en
semejante dambito material, son, como termina de recordarse, de ejecucién.

Frente al proyecto inicial de su Estatuto de Autonomia, que, con afin
de singularizar las competencias autondmicas gallegas en el terreno de la
emigracion y exceso evidente del marco constitucional, atribuia a la Comu-

(1) Sentencia 18/1982, de 4 de mayo, recaida en los conflictos positivos de com-

petencia, acumulados, que enfrentaron al Gobierno central y vasco a prop6sito de la
regulacién reglamentaria del Registro de Convenios Colectivos, f.j. 1 (BOE, 9-6).
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nidad Auténoma, «ern el marco de la legislacién bdsica del Estado», «el des-
arrollo legislativo y mds la ejecucién y las competencias necesarias» en ma-
teria de «politica laboral de emigracién y retorno de los emigrantes gallegos»
(art. 23.15) (2), el texto definitivo —que proviene del informe de la Ponencia
conjunta de la Comisién Constitucional del Congreso y de la Delegacion de
la Asamblea de parlamentarios gallegos (3) y sigue al pie de la letra la férmu-
la del Estatuto cataldn (4)— concluye ajustando las competencias de Galicia
en el orden material laboral al nivel funcional de ejecucién de la legislacién
cuyo dictado monopoliza el Estado, con exclusién, precisamente, de las ma-
terias migratorias, exteriores e interiores, reservadas plenamente a aquél. No
obstante, el Estatuto gallego no quiere culminar en este punto la operacién
de reparto competencial, remitiéndose a tal fin a «lo que establezcan las
normas del Estado sobre estas materias». De modo que de la inicial incorpora-
cién expresa de la emigracién al drea competencial del poder autonémico
gallego, concurrente en su ejercicio con el Estado, se ha llegado, pues, a su
exclusién, también expresa.

En relaci6én con la emigracién exterior, esta exclusién no era, sin embargo,
necesaria, ya que la emigracién no encaja en el concepto de «legislacién la-

(2) BOCG, Congreso de los Diputados, 1 Legislatura, Serie H, nim. 10-1, 20-7-1979
(recogido en la edicién de las CORTES GENERALES sobre el Estatuto de Autonomia de
Galicia. Trabajos Parlamentarios, Madrid, 1984, p. 9). La regulacién proyectada ocupé
los motivos de desacuerdo del Grupo Parlamentario Coalicién Democrética, que soli-
cit6 el trasvase de la materia laboral al precepto estatutario regulador de las compe-
tencias autonémicas de ejecucién. Los Grupos Socialista, Socialistas Vascos y Socia-
listes de Catalunya, sin suprimir el precepto referido, pretendian también la incorpo-
racién al Estatuto de las facultades ejecutivas de la Comunidad Auténoma en materia
laboral en la linea de los Estatutos vasco y cataldn: Estatuto de Galicia. Motivos de
desacuerdo y consideraciones, en CORTES GENERALES, oOp. cit., pp. 25, 51, 72 y 94.

(3) BOCG, Congreso de los Diputados, I Legislatura, Serie H, nims. 10-12, 15-11-
1979, art, 29.1: cfr. CORTES GENERALES, op. cit, pp. 116-117. El texto del proyecto
se¢ mantuvo, no obstante, como voto particular de los Grupos Socialistas del Congreso,
Comunista, Andalucista y Socialistas de la Asamblea, que entendian que la emigra-
cién, «tema... fundamental, importante, trascendental para Galicia», precisaba de un
tratamiento propio y auténomo respecto de la materia laboral: Corrtes, Diario de
Sesiones del Congreso de los Diputados, Comisién Constitucional, 20-11-1979, p. 289
(en CORTES GENERALES, Op. cit.,, p. 217).

(4) Que fuc «motivo y punto de referencia» en la gestacién del gallego, segin se
reconocié en el debate a la totalidad que cerré el primero de los habidos en la Comi-
sién Constitucional: MEeILAN GiL, por la Delegacién de la Asamblea de Parlamentarios
de Galicia: CoRrTES, Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, Comisién
Constitucional, 21-11-1979, p. 399 (CORTES GENERALES, op. cif., p. 327). De ahi la
formulacién idéntica en ambos de las competencias autondmicas laborales, ya des-
tacada.
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boral» que la Constitucién maneja en el listado de su articulo 149.1 (como
tampoco el concepto de emigrante es coextenso con el de trabajador por cuen-
ta ajena sujeto a la legislacién laboral o Derecho del Trabajo, segiin nuestra
preconstitucional Ley de Emigracién). La Constitucién separa, en efecto,
aquélla (recogida en la regla 2.* del citado precepto junto con la nacionali-
dad, inmigracion, extranjeria y derecho de asilo, materias todas ellas comu-
nicadas por su alcance o proyecccidn exterior, supranacional) de ésta (a la
que destina la regla 7.%), empleando técnicas distintas para deslindar, en uno
y otro caso, las atribuciones estatales. Lo dijo el Tribunal Constitucional en
su Sentencia 35,1982, de 14 de junio (5), al destacar, en la «compleja tipo-
logia» de reglas de delimitacién competencial de aquel precepto constitucio-
nal, la diferencia sobresaliente «entre la reserva de toda una materia» a la
competencia exclusiva del Estado, caso de la emigracidn, «y la reserva de po-
testades concretas» sobre una materia, caso de la lgboral, en que el Estado
retiene s6lo la legislacién. En el primer supuesto, afiadia el Tribunal Cons-
titucional midiendo estrechamente los fines de las Comunidades Auténomas
por sus poderes o competencias, «la reserva estatal impide, no ya que una
Comunidad Auténoma pueda asumir competencias sobre la materia reset-
vada, sino también que pueda orientar su autogobierno en razén de una
politica propia acerca de ella, aunque pueda participar en la determinacién
de tal politica en virtud de la representacién especifica que las distintas
Comunidades tienen en el Senado». Por el contrario, la posible asuncién por
las Comunidades Auténomas de potestades sobre una materia permite a
aquéllas, «en el ejercicio de su autonomia, ... orientar su accién de gobierno
en funcién de una politica propia sobre esa materia, aunque en tal accién
de gobierno no puedan hacer uso sino de aquellas competencias que especifi-
camente les estén atribuidas».

El precepto estatutario proyectado, que tomaba como punto material de
referencia la «politica laboral de emigracién y el retomo de los emigrantes
gallegos» (si hay algo consustancial con la emigracién en su causa laboral),
sobrepasaba, pues, el marco constitucional. La voluntad estatutaria de signi-
ficar el interés gallego por la eliminacién de la emigracién (o, mejor, de la
necesidad de emigrar, como se dijo a lo largo de los debates sobre el Esta-
tuto) hubo de quedar reducida, al cabo, a la formulacién del principio rector
de la politica social y econémica gallega, que recoge el articulo 4.3. Principio
despojado seménticamente de connotaciones internacionales o exteriores tre-
lativas a la emigracién (repérese en que el constitucional, que expresa el ar-

(5) Dada en el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Presidente del
Gobierno contra la ley vasca del Consejo de Relaciones Laborales, f.j. 2 (BOE, 28-6).
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ticulo 42 CE, encarga al Estado velar por «la salvaguardia de los derechos
econdémicos y sociales de los trabajadores espafioles en el extranjero» y orien-
tar «su politica hacia su retorno», sin que el término Estado en este precepto,
Gnico del capitulo en que estd inserto que lo emplea frente a la expresién
generalizada «poderes ptiblicos», parezca acoger a las organizaciones propias
de las Comunidades Auténomas que lo integran) y vuelto hacia el interior
y hacia la materia laboral, esto es, y en su propia diccidén, hacia «el derecho
de los gallegos a vivir y a trabajar en su propia tierra». Aunque, durante su
discusién, se reconociese que con él, naturalmente, queria perseguirse y aba-
tirse la emigracién en su forzosidad (6).

Como todas las declaraciones o normas de principios acogidas por los
Estatutos de Autonomia mais alld de su contenido tipico, éste, peculiar u
original del Estatuto gallego (7), carece de virtualidad normativa alteradora
del reparto competencial establecido por la Constitucién. Marca s6lo un fin
u objetivo, de especial interés territorial gallego, a los poderes piblicos de
Galicia, cuya observancia impone ya, sin embargo, 1a propia Constitucién, que
de manera singular encarga a los poderes publicos la realizacién de «una
politica orientada al pleno empleo» (art. 40.1): asi lo ha determinado el Tri-
bunal Constitucional a propésito del articulo 12.2 del Estatuto de Autonomia
del Pais Vasco, que encomienda a esta Comunidad Auténoma la procura de
la adecuacién de las condiciones de trabajo al nivel de desarrollo y progreso
social y la promocién de la cualificacién de los trabajadores y su formacién
integral (8). .

Debera afadirse, empero, que la practica autonémica gallega no ha circu-
lado desde sus primeros tiempos por derroteros perfectamente acomodados a
la tan rigurosa interpretacién constitucional expuesta. Con base en el articu-

(6) Asi lo manifestaba el diputado ALzaGA ViLLAAMIL (Grupo Parlamentario Cen-
trista) al oponerse a los motivos de desacuerdo socialistas en torno al art. 4.3 concre-
tados en la redaccién alternativa siguiente: «Los poderes publicos de Galicia asumen,
como uno de los principios rectores de su politica social y econémica, la efectiva con-
secucién del pleno empleo, eliminando asi la necesidad de emigrar y garantizando el
derecho de todos los gallegos a vivir y trabajar en su propia tierra.» E! Sr. ALzaca
oponia: «...cuanto se quiere incluir por el Grupo Socialista —voluntad que nosotros
compartimos— estd plenamente dicho en el actual péarrafo que nos ocupa del articu-
lo 4° y por eso nos oponemos a dicha modificaciébn»: CORTES, Diario de Sesiones del
Congreso de los Diputados, Comisién Constitucional, 20-11-1979, cit., p. 225 (CORTES
GENERALES, op. cit., p. 153).

(7) Después seguido por los Estatutos de Andalucia (art. 12.4°), Aragbn (art. 6.°
2.b), Castilla-La Mancha (art. 4.°4.¢), Extremadura (art. 6.°2.i} y Castilla-Leén (articu-
lo 7.°3), que se refieren ya, abiertamente, a la emigracién o a los emigrantes.

(8) Sentencia 35/1982, cit., f.j. 2.
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lo 7.1 de su Estatuto de Autonomia, el Parlamento de Galicia aprobé la
Ley 4/1983, de 15 de junio, de Reconocimiento de la galleguidad, (9) en
desarrollo de la cual la Orden de la Conselleria de Trabajo, Seguridad Social
y Emigracién de la Xunta de Galicia, de 17 de octubre de 1984, y las poste-
riores de la Conselleria de la Presidencia, de 10 de julio de 1986 y de 8 de
mayo de 1987 (10), pusieron en marcha un régimen de subvenciones en favor
de los emigrantes destinado a potenciar su «mayor participacién» y la de las
comunidades gallegas asentadas fuera del territorio de Galicia «en la vida
social y cultural» gallega («cuya defensa y promocién» corresponde a la
Comunidad Auténoma: art. 32 de su Estatuto) (11).

La propia Administracién piblica gallega en todo momento ha hecho sitio
a la emigracién en el interior de sus estructuras organizativas. Asi, en la regu-
lacién de los preautonémicos Decretos de la Xunta de Galicia 2/1978, de 22
de mayo, y 23/1979, de 9 de julio, su Departamento de Presidencia contaba
con una Secretaria adjunta de Emigracién. Constituida la Comunidad Auténo-
ma gallega, la preautonémica Consejeria de Trabajo se convirtié en la Conseje-
ria de Trabajo, Seguridad Social y Emigracién (Decretos 1/1982, de 21 de
enero, y 142/1983, de 11 de octubre, de reestructuracién, este dltimo, de los
drganos de la Xunta de Galicia}, correspondiendo a su Direccién General de
Emigracién «la propuesta, desarrollo y gestién de la politica de asistencia a
la poblacién emigrante de Galicia, tanto interior como exterior; la promocién
del emigrante y su familia; la atencién a los retornados; y la elaboracién de
estudios y estadisticas en materia de emigracién»; y previéndose la constitu-
cién, bajo la presidencia del titular de la Consejeria, del «Consejo de Emi-
gracién de Galicia, como 6rgano consultivo y de especial asesoramiento, cuya
composicién y funciones se determinardn por la Xunta de Galicia, a pro-
puesta del Conselleiro de Trabajo, Seguridad Social y Emigracién» (articu-
los 5.1 y 6.4 del Decreto 122/1982, de 5 de octubre, por el que se desarrolla
la estrutura orgdnica de la Conselleria, después modificado por el ya citado

(9) DOG, 16-7-1983; BOE, 7-9-1983.

(10) DOG, 31-10-1984, 21-7-1986, 23-6-1987, respectivamente.

(11) En efecto, aunque la subvencién o «la facultad de gastar no constituye un
titulo competencial auténomo» (STC 39/1982, de 30 de junio, . j. 5 y 10 —BOE, 16-7—;
149 y 179/1985, de 5 de noviembre y 19 de diciembre, f.j. 5 y 1, respectivamente
—BOE, 26-11 y 15-1-1986—; 95/1986, de 10 de julio, f. j. 3 —BOE, 23-7—), la preserva-
cién y el estimulo de los valores culturales es tarea que compete por igual al Estado
y a las Comunidades Auténomas: STC 49/1984, de 5 de abril, f.j. 6 (BOE, 25-4);
14371985, de 24 de octubre, f. j. 12 (BOE, 26-11); 154/1985, de 14 de noviembre, f. j. 5,
dictada en el conflicto positivo de compctencia promovido por el Gobierno frente
al Decreto de la Junta de Galicia que crea el Instituto Gallego de Bachillerato a
Distancia (BOE, 26-11); y 106/1987, de 25 de junio, {. j. 2 (BOE, 9-7).
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Decreto 142/'1983, de 11 de octubre, y el 151/1983, de igual fecha, sobre
organizacién de las Consellerias de la Xunta de Galicia) (12). Sustituida esa
Consejeria por la de Trabajo, Industria y Turismo (Decreto 11/1986, de 1 de
marzo, sobre estructura orgdnica de la Xunta de Galicia) y suprimida su
Direccién General de Emigracién (Decreto 14/1986, de 1 de marzo, sobre
estructura de los Departamentos de la Xunta de Galicia), 1a Direccién Ge-
neral de Relaciones con las Comunidades gallegas pasé de la Consejeria de
la Presidencia a depender directamente del presidente de la Xunta «por su
especial relevancia y su actuacién en todas las dreas de la Administracién»
(Decreto 151986, de 1 de marzo) (13). La reorganizacién posterior de la
Xunta, cuya Consejeria con competencias laborales es actualmente la Conse-
jeria de Trabajo y Bienestar Social (Decretos 234/1987, de 29 de septiembre;
238/11987, de 6 de octubre; 293/1987, de 15 de octubre, y 367|/1987, de
22 de octubre) (14), incluye la modificacién del Reglamento de organizaci6n
y funcionamiento del Consejo de Comunidades Gallegas, de modo que su pre-
sidencia —y la de su Comisién Delegada— «recaiga en el presidente de la
Xunta, como 6rgano de més alta representacién en Galicia, dada la impor-
tancia de las competencias asignadas a ambas instituciones» (Decreto 443/
1987, de 26 de noviembre) (15).

Volveré a la emigracién al referirme a las reservas competenciales que el
Estatuto gallego enuncia y a las vias constitucionales de incremento extra-
estatutario de las competencias de la Comunidad gallega. Bastard, para con-
cluir aqui, con mencionar la aprobacién unanime por el Parlamento gallego,
durante la primera legislatura, para su presentacién ante el Congreso de los
Diputados, de una proposicién de ley de transferencia a Galicia de compe-
tencias en relacién con la ejecucién y la informacién de la elaboracién de
tratados y convenios internacionales conforme a las previsiones de los articu-
los 150.2 de la Constitucién y 36 del Estatuto de Autonomia (16). Su predm-
bulo lamentaba que «el Estatuto de Autonomia de Galicia, a diferencia de
otros Estatutos de Autonomia aprobados segin el articulo 151, e incluso de
algin Estatuto aprobado segin el articulo 143 de la Constitucién», no incor-
porase «la asuncién de competencias en relacién con la ejecucién y la infor-

(12) BOXG, nim. 1, enero 1979, y nim. 6, septiembre 1976; DOG, 22-1-1982,
13-10-1983, 29-10-1982 y 19-10-1983, sucesivamente.

(13) Todos ellos en DOG, 3-3-1986.

(14) DOG, 309, 8-10, 16-10 y 26-10-1987.

(15) DOG, 15-12.

(16) B. O. Parlamento de Galicia, I Legislatura, nim. 440, 1-7-1985, p. 515;
BOCG, Congreso de los Diputados, II Legislatura, Serie B, num. 109-1, 20-9-1985. La
convocatoria de elecciones generales impidi6é su debate.
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macién en la elaboracién de tratados y convenios internacionales» (como, en
cambio, hacia el proyecto de Estatuto en su articulo 30.4, 5 y 6). Y no deja-
ba de significar «la decisiva importancia de estas competencias en cuestiones
como las pesqueras, agrarias, de emigracidn y otras...».

III. LA LEGISLACION LABORAL, COMPETENCIA DEL ESTADO
EN LA REGLA DEL ARTICULO 149.1.7.2 DE LA CONSTITUCION. Y OTROS
PRECEPTOS CONSTITUCIONALES QUE ASEGURAN LA RESERVA
LEGISLATIVA ESTATAL SOBRE LA MATERIA LABORAL

Es conocido que la «legislacion laboral», en la estructura del articu-
lo 149.1.7.2 CE, describe un dmbito competencial, funcional-material, exclu-
sivo del Estado, que se sostiene, como las restantes reservas de atribuciones
estatales que el precepto citado lleva a cabo, en las exigencias del principio
de igualdad y del interés general. La doctrina iuslaboralista explicé tempra-
namente que en ¢l articulo 149.1.7.* se decantaba naturalmente el principio
constitucional de igualdad (17). Y asi lo ratificé posteriormente el Tribunal
Constitucional en su Sentencia 18/1982, de 4 de mayo: «La finalidad del
precepto constitucional» citado —asegura en su fundamento juridico 5—
es la de «mantener una uniformidad en la ordenacién juridica de la ma-
teria». La «perspectiva de la regulacion unitaria de una materia... es la que
tiene presente el constituyente al reservar al Estado la legislacién laboral»,
reiterara la Sentencia 35/1982, de 14 de junio (fundamento juridico 2).
En el seno de ese ordenamiento unitario pierde importancia, por tanto, a
efectos de la delimitacién competencial, la distincién entre normas legales
(legislacién en sentido formal) y reglamentarias (legislacién en sentido ma-
terial).

En efecto, dice el Tribunal Constitucional en su Sentencia 18/1982, ci-
tada, que desde la perspectiva de la regulacién unitaria de la materia laboral,
que es la que ha querido asegurar el constituyente, «es evidente que en mu-
chas ocasiones aparecen en intima colaboracidn la ley y el reglamento, depen-

(17) M. ALonso OLEa, «El sistema normativo del Estado y de las Comunidades
Auténomas», en Revista de Politica Social, nim. 121, 1979, p. 68; L. E. DE LA VILLA
y A. DESDENTADO, «Delimitacién de competencias Estado-Comunidades Auténomas en
materia de relaciones laborales y seguridad social. De la experiencia republicana a la
Constitucién de 1978», en Los trabajadores y la Constitucién, en Cuadernos de Derecho
del Trabajo, nim. 4, 1980, pp. 164-165; M. E. Casas BAAMONDE, «Sistema de fuentes
juridico-laborales y Comunidades Auténomas», en REDT, niim. 1, 1980, pp. 15 y ss.
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diendo ¢l ambito objetivo de cada uno de estos instrumentos de la mayor o
menor pormenorizacién del texto legal y de la mayor o menor amplitud de
la habilitacién implicitamente concebida para su desarrollo reglamentario»
(fundamento juridico 3). Por ello, prosigue, «cuando la Constitucién em-
plea el término ‘legislacién laboral’ y la atribuye a la competencia estatal
incluye también en el término los reglamentos tradicionalmente llamados eje-
cutivos, es decir, aquellos que aparecen como desarrollo de la ley, y, por ende,
como complementarios de la misma, pues si ¢llo no fuera asi se frustraria la
finalidad del precepto constitucional de mantener una uniformidad en la or-
denacién juridica de la materia, que sélo mediante una colaboracién entre
ley y reglamento (o mediante una hipertrofia inconveniente desde el punto
de vista de politica legislativa del instrumento legal) puede lograrse» (fun-
damento juridico 5). No ocurre lo mismo con los reglamentos organiza-
tivos, que no complementan ninguna ley (aunque, obviamente, hallen «su
fundamento tltimo en una norma legal o constitucional»: fundamento juri-
dico 7). De modo que, concluye en la Sentencia 35/1982 con manifies-
to propdsito generalizador a los diferentes supuestos en que la Consti-
tucién recurre a la comparticién funcional legislacién-ejecucién para organi-
zar el reparto territorial, «cuando la Constitucién en su articulo 149 utiliza
el concepto de legislacién como criterio definidor del dmbito en el que las
Comunidades Auténomas no pueden adquirir competencias propias, tal con-
cepto ha de ser entendido... en sentido material, sea cual fuere el rango for-
mal de las normas» (fundamento juridico 2).

La misma argumentacién ofrece su posterior Sentencia 39/1982, de
30 de junio (18): «...cuando se trata de indagar el significado con que el
vocablo legislacién se utiliza en el articulo 149.1 de la Constitucién como
concepto referencial para reservar al Estado toda la legislacién o s6lo la le-
gislacién bésica, el que prevalece es el concepto material y no formal cons-
trefiido a las leyes, en la acepcién de normas que emanan de quienes osten-
tan el poder legislativo o de quienes por excepcién o por delegacién pueden
producir normas con valor de ley» (fundamento juridico 7). Y repetira,
después, su Sentencia 57/1982, de 27 de julio (19): «...el término ‘le-
gislacién laboral’ incluye los reglamentos ejecutivos que complementan o

(18) Pronunciada en conflicto positivo de competencia frente al Decreto del Go-
bierno vasco de desarrollo de la Ley de Presupuestos de esa Comunidad Autonoma
para 1981 cn materia de subvenciones y derechos de informacién de los 6rganos de
representacién unitaria de los trabajadores de las empresas subvencionadas (BOE, 16-7).

(19) En conflicto positivo de competencia frente al Decreto del Gobierno vasco,
que aprobaba el II Convenio Colectivo de Administracién Local de Euskadi para el
afio 1981 (BOE, 18-8).
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desarrollan la ley, los que, por tanto, son también competencia del Estado...»
(fundamento juridico 11). La Sentencia 7/1985, de 25 de enero (20), insis-
tird, una vez mds, en que la expresién ‘legislacién laboral’ «incluye tanto las
leyes como los reglamentos que desarrollan la ley y, por tanto, son comple-
mentarios de la misma, pues, de otro modo, se frustraria la finalidad consti-
tucionalmente pretendida de mantener una uniformidad en la ordenacién
juridica de la materia» (fundamento juridico 4). Justamente por ello, las
disposiciones reglamentarias estatales de cardcter general cuyo propdsito sea
el de garantizar «la uniformidad pretendida en la Constitucién en materia
laboral en todo el territorio nacional» formaran parte de la «legislacién labo-
ral sobre la materia», sin que puedan considerarse como simples actos de
ejecucién (fundamentos juridicos 7 y 8).

Otras reglas, técnicas y principios constitucionales contribuyen a comple-
tar el régimen de monopolio normativo estatal de la materia laboral: las
reglas 1.2, 6. y 8.* del propio articulo 149.1 atribuyen a la competencia ex-
clusiva del Estado «la regulacién de las condiciones bdsicas que garanticen
la igualdad de todos los espaiioles en el ejercicio de los derechos y en el
cumplimiento de los deberes constitucionales» (de todos los derechos y
deberes laborales y sindicales recogidos en el titulo I de la Constitucién, por
tanto), la «legislacién procesal» y la «legislacién civil», supletoria esta dltima
del ordenamiento laboral; los preceptos constitucionales relativos a los dere-
chos fundamentales y libertades piblicas (de la seccién 1.%, capitulo 2.°, del
titulo I CE, entre los que se encuentran los de libertad sindical y huelga),
cuyo valor normativo directo y reserva de su desarrollo sustancial a ley orgé-
nica (art. 81.1) coinciden en asegurar igualmente la competencia exclusiva
del Estado, sobre la legislacién laboral ex articulo 149.1.7.%; por fin, los
principios de los articulos 138 y 139 remachan el de igualdad en su vertiente
positiva (art. 139.1) y negativa (arts. 138.2 y 139.2), llamando al Estado a
velar por la efectiva realizacién «del principio de solidaridad consagrado en
el articulo 2 de la Constitucién» (art. 138.1).

(20) En conflictos positivos de competencia, acumulados, promovidos por el Con-
sejo Ejecutivo de la Generalidad de Catalufia y el Gobierno vasco en relacién con los
RR. DD. 2.819/1981, 2.820/1981 y 3.217/1981, de 27 de noviembre, sobre fiestas labo-
rales de dmbito nacional (BOE, 12-2). Repetida, a su vez, més tarde, por la STC 13/
1988, de 4 de febrero, f.j. 1 (BOE, 1-3), en materia de ferias internacionales.
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IV. LAS POTESTADES AUTONOMICAS DE EJECUCION
DE LA LEGISLACION LABORAL DEL ESTADO

La ejecucion de la legislacién laboral del Estado es la competencia dis-
ponible por las Comunidades Auténomas ex articulo 149.1.7.* CE y su asun-
cién efectiva por los Estautos de Autonomia: «... en materia laboral la com-
petencia autonémica es de ejecucién» (Sentencia 7/1985, fundamento ju-
ridico 9), es decir, de gestién, que se concretard «en actos de aplicacién de
una norma estatal», del «Derecho del Estado», en los territorios auténomos
(Sentencia 102/1985, de 4 de octubre, fundamento juridico 2) (21). Ya con
anterioridad el Tribunal Constitucional se habia encargado de precisar que
dicha competencia autonémica de ejecucién es la que el Estatuto vasco llama
en su articulo 20.4 de administracién, y que «si bien tiene ambitos reglamen-
tarios reconocidos, éstos son referidos a lo “orgénico’, calificando aiin mas
aquéllos por la referencia a los reglamentos internos» (Sentencia 39/1982,
fundamento juridico 8). La competencia territorial de ejecucién no compren-
de, en la interpretacién constitucional conocida, la potestad reglamentaria de
desarrollo, complementacién o pormenorizacién de las leyes laborales. En
consecuencia, el poder reglamentario autonémico, previsto en los diferentes
Estatutos de Autonomia, no puede canalizarse legitimamente en el dmbito
material laboral mds que hacia la produccién de reglamentos organizatorios
o de administracién, que son aquellos «que, todo lo mas, alcanzan a normar
las relaciones de la Administracién con los administrados en la medida en
que ello es instrumentalmente necesario por integrarse éstos de una u otra
forma en la organizacién administrativa, pero no los derechos y obligaciones
de éstos en aspectos bdsicos o con caricter general» (Sentencia 18/1982,
fundamento juridico 4).

Analicemos a la luz de esta doctrina constitucional la concreta determi-
nacién competencial que lleva a efecto el Estatuto de Autonomia de Galicia.

(21) BOE, 5-11: pronunciada en conflicto positivo de competencia promovido por
el Gobicrno contra el Decreto del Gobierno canario sobre distribucién de la potestad
sancionadora en materia de trabajo y sanidad.
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1. Sobre la potestad reglamentaria de la Comunidad
Auténoma gallega en la ejecucién de la legislacion laboral del Estado.
Y las restantes potestades de ejecucion:
administrativas, inspectoras y sancionadoras, en el territorio gallego

No obstante la singularidad de sus términos y el reconocimiento del
propio Tribunal Constitucional de que «su interpretacién no tiene por qué
ser la misma» que la de otros Estatutos (Sentencia 18/1982, fundamento
juridico 5), el Estatuto gallego encaja necesariamente en los criterios inter-
pretativos expuestos —cuyo valor normativo inequivoco y vinculante, equi-
valente a la Constitucién misma, es bien conocido en la teoria de la interpre-
tacién constitucional—, que resultan de la primacia normativa de la Consti-
tucién sobre el bloque de la constitucionalidad y el resto del ordenamiento
juridico y de la necesaria interpretacién de las normas estatutarias conforme
a aquella norma primera y fundamental, frente a la que éstas «nada pueden»
(Sentencia 20/1988, de 18 de febrero, fundamento juridico 3) (22).

Segin su articulo 29.1, para ejercer su competencia de ejecucidn de la
legislacién laboral del Estado la Comunidad Auténoma gallega toma para si
«las facultades, competencias y servicios» que en el terreno laboral, «y a nivel
de ejecucidn, ostenta... el Estado», bajo su alta inspeccién. En relacién con
este precepto, el posterior articulo 37.3 se encarga de determinar el conteni-
do de las competencias autonémicas de ejecucién, que, en su formulacién
particular, «llevan implicitas la correspondiente potestad reglamentaria, la
administracién y la inspeccién», precisando, para el caso de ejecucién de
la legislacién laboral del Estado, que «el ejercicio de esas potestades por la
Comunidad Auténoma se realizard de conformidad con las normas reglamen-
tarias de cardcter general que, en desarrollo de su legislacién, dicte el Estado».

De acuerdo, pues, con el articulo 149.1.7.* CE, también en el Estatuto
gallego, como no podia ser de otra manera, las normas reglamentarias de
caracter general para el desarrollo de las leyes laborales son competencia del
Estado y «vinculantes para la Comunidad Auténoma» (Sentencia 18/1982,
fundamento juridico 5); o, en términos negativos en lo que aqui importa, por
decisién estatutaria acorde con la voluntad constitucional, las disposiciones
reglamentarias generales, que complementan las leyes estatales, no pertene-
cen al dominio competencial gallego en lo laboral. La potestad reglamentaria
de la Xunta de Galicia (arts. 16 y 37.2 del Estatuto; 1, 4.6 y 34.6 de la
Ley del Parlamento de Galicia 1/1983, de 22 de febrero, reguladora de la

(22) BOE, 1-3.
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Xunta y de su presidente, de proyectada modificacién, y Decreto de la Xunta
de Galicia 111/1984, de 25 de mayo, por el que se aprueba su Reglamento
de régimen interior) en este ambito material es, de rechazo y forzosamente,.
la vertida en los reglamentos administrativos u organizativos (independientes,
si asi quiere significarse su condicién no complementaria de las leyes), que
operan en el dmbito interno de la Administracién gallega ejecutora y norman
las relaciones (de sujecién especial) de ésta con los administrados, desarro-
llando y ejecutando en este campo de operacién los reglamentos generales.
del Estado (art. 4.6 de la citada Ley de Galicia 1/1983, de 22 de febrero);
es, como el propio articulo 37.3 sefiala en conexién con el articulo 29.1, «la
correspondiente», la instrumental, al nivel de ejecucién de la legislacién (leyes.
y reglamentos generales ejecutivos) del Estado, ejemplo de la cual constituyen,
aparte las normas reglamentarias organizatorias, los decretos autonémicos de
establecimiento de calendarios laborales para la Comunidad Auténoma, las.
6rdenes para facilitar el ejercicio del derecho al voto de los trabajadores en las.
consultas electorales, la Orden de la Conselleria de Trabajo, Seguridad Social
y Emigracién, de 21 de abril de 1983, sobre la presentacién de un plan de se-
guridad en la tramitacién de expedientes de apertura de nuevos centros de
trabajo en el sector de la construccién (23), o el Decreto de la Xunta 189/
1987, de 2 de julio, de ordenacién de la elaboracién de un mapa de riesgos
laborales de la Comunidad Auténoma gallega (24), entre otras.

Las facultades y competencias ejecutivas de la legislacién del Estado en:
materia laboral que Galicia ha recibido de su Estatuto de Autonomia son,
en suma, las reglamentarias de esta indole de ejecucién; las propiamente.
administrativas; las inspectoras, que la Junta de Galicia ejerce a través del
sistema de Inspeccién del Trabajo y Seguridad Social, para cuya «utilizacién
plenamente eficaz ha suscrito un convenio de colaboracién con el Ministe-
rio de Trabajo y Seguridad Social» (25); y las sancionadoras que «entra(n),.

(23) DOG, 14-6.

(24) «Para evaluar la situacién actual de los niveles de seguridad de los diferentes.
sectores de actividad en la Comunidad Auténoma gallega, asi como las condiciones de
salubridad en que los trabajos se realizan, a fin de establecer las lfneas de actuacién
idéneas para perfeccionar las técnicas protectoras, mejorando, al mismo tiempo, las:
condiciones de trabajo, con el objetivo de minorar la siniestralidad laboral» (articu-
lo 1.°; DOG, 13-8).

(25) BOE, 17-7-1987. Sobre estos convenios de colaboracién, expresivos del «espi--
ritu de mutua colaboracién» entre el Estado y las Comunidades Auténomas en la
consecucién de los «fines publicos que corresponden en su conjunto al Estado de
las Autonomias», y su incapacidad para menoscabar o eliminar las atribuciones in--
disponibles que «incumben a la Comunidad Auténoma por gracia de la Constitucién
y del Estatuto», STC 95 y 96/1986, de 10 de julio, f. j. 5 y f. j. 3, respectivamente-
(BOE, 23-7).
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indiscutiblemente, en el orden de la ejecucién» (Sentencia 102/1985, fun-
damento juridico 1), en el dmbito de su territorio (art. 37.1 del Estatuto).

A ellas se ordenan instrumentalmente los servicios del Estado necesarios
para su ejercicio, traspasados o transferidos a la Comunidad Auténoma por
aquél. Siendo doctrina reiterada del Tribunal Constitucional que «los Reales
Decretos de transferencias no incorporan, en ninglin caso, normas atributi-
vas ni ordenadoras de competencias, correspondiendo esta tarea a la Consti-
tucién, a los Estatutos de Autonomia y a las demds fuentes reclamadas por
‘una y otros al efecto...» (Sentencia 102/1985, fundamento juridico 2; Sen-
tencia 158/1986, de 11 de diciembre, fundamento juridico 5; Sentencia 37/
1987, de 26 de marzo, fundamento juridico 10); las normas de traspaso de
servicios no reflejan «sino el criterio interpretativo de las Comisiones Mixtas»,
.que en ningin caso podrd «prevalecer sobre las previsiones constitucionales
y estatutarias» (Sentencia 76/1983, de 5 de agosto, fundamento juridico 32),
«constituyendo «condicién del pleno ejercicio» tan sélo de aquellas competen-
cias estatutariamente adquiridas que requieran para su prictica de la trans-
ferencia efectiva de los servicios (Sentencia 25/1983, de 7 de abril, funda-
mento juridico 3; Sentencia 143/1985, de 24 de octubre, fundamento juri-
dico 9, o Sentencia 149/1985, de 5 de noviembre, fundamento juridi-
co 6) (26). Las restantes competencias territoriales, atribuidas ope legis o
ipso iuris por el Estatuto, consienten y demandan su ejercicio inmediato por
la Comunidad Auténoma; por lo demds, siendo, como en efecto son, indis-
ponibles, no pueden verse alteradas ni por los acuerdos formalizados en las
normas de transferencia ni por «la pasividad temporal» del ente interesado
«frente al indebido ejercicio de sus competencias por parte del otro» (Sen-
tencia 26,1982, de 24 de mayo, fundamento juridico 1) (27). Ahora bien,
las normas de transferencias «si son medios idéneos para concretar las for-
mas, modos y procedimientos para el ejercicio de las respectivas competen-
cias estatales y autondémicas» (Sentencia 88/1987, de 2 de junio, funda-
mento juridico 3) (28).

(26) BOE, 18-8, 27-7-1983, 31-12-1986, 14-4-1987, respectivamente.

(27) BOE, 9-6.

(28) BOE, 25-6. Esta es la relacién cronolégica de los servicios estatales traspa-
-sados a la Junta de Galicia sobre la base de los arts. 149.1.7.* CE y 29.1 de su Estatuto
«de Autonomia: RD 2.381/1982, de 24 de julio, sobre traspaso de funciones y servicios
de la Administracién del Estado a la Comunidad Auténoma de Galicia en materia de
Gabinetes de Seguridad e Higiene en el Trabajo (BOE, 24-9), completado por un pos-
‘terior RD 2.969/1983, de 19 de octubre, sobre valoracién definitiva y ampliacién de
los medios adscritos a los servicios traspasados a la Comunidad Auténoma de Galicia
en materia de Gabinetes técnicos provinciales del Instituto Nacional de Seguridad e
Higiene en el Trabajo (BOE, 2-12); RD 2.412/1982, de 24 de julio, sobre traspaso de
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Sobra decir que el Estado, competente para dictar la legislacion laboral,
lo es también para innovarla, modificarla y derogarla, repercutiendo con tales.
variaciones, derivadamente, sobre las competencias ejecutivas territoriales,
que habran de adaptarse constantemente a los contenidos legislativos que
les corresponda aplicar. Volviendo a la literalidad del precepto estatutario
gallego, ahora del articulo 29.1, las «facultades, competencias y servicios»
asumidos por la Comunidad Auténoma son los que «ostenta actualmente el
Estado», esto es, en cada momento, «pues la ejecucién lo es de la legislacién
estatal y, por ello, en los términos y contenidos fijados por dicha legisla-
cién» (Sentencia 17/1986, de 4 de febrero, fundamento juridico 3) (29).

2. La competencia de ejecucién de la Xunta de Galicia
comprende la potestad organizatoria sobre la propia
Administracién ejecutora

La potestad reglamentaria organizativa o interna, la de administracién, la
inspectora y la sancionadora, propias de la competencia ejecutiva de la

funciones y servicios a la Administracién del Estado en materia de trabajo (BOE, 28-9)
(precedido de un preautonémico RD 1.634/1980, de 31 de julio, sobre transferencias.
de ]la Administracién del Estado a la Junta de Galicia en materia de trabajo, industria,
comercio, sanidad, cultura y pesca —BOE, 9-8—, después consolidado por virtud del
RD 1.706/1982, de 24 de julio —BOE, 29-7—), y seguido del RD 2.101/1984, de
10 de octubre, sobre valoracién definitiva y ampliacién de funciones y medios adscritos
a los servicios traspasados a la Comunidad Auténoma de Galicia en materia de trabajo
(BOE, 23-11); RD 4.104/1982, de 29 de diciembre, sobre traspaso de funciones y ser-
vicios de la Administracién del Estado a la Comunidad Auténoma de Galicia en
materia de mediacién, arbitraje y conciliacién (BOE, 24-2-1983), y RD 666/1984, de
8 de febrero, sobre valoracién definitiva y ampliacién de medios adscritos a los servi-
cios traspasados a la Comunidad Auténoma de Galicia en materia de mediacidn, arbi-
traje y conciliacién (BOE, 4-4); RD 1.928/1984, de 12 de septiembre, sobre traspaso-
de funciones y servicios del Estado a la Comunidad Auténoma de Galicia en materia
de Unidad Administradora del Fondo Nacional de Proteccién al Trabajo (BOE, 5-11),.
y RD 1.999/1984, de 12 de septiembre, sobre traspaso de funciones y servicios del
Estado a la Comunidad Auténoma de Galicia en materia de expedientes de rcgulacién
de empleo (BOE, 12-11). Los servicios transferidos fueron asumidos por la Junta de:
Galicia, a través de decretos dictados a tal efecto, y asignados a su Conselleria de
Trabajo, Seguridad Social y Emigracién —hoy Conselleria de Trabajo y Bienestar So--
cial—. Pueden consultarse los habidos hasta 1984 en Legislacién autondémica de tra-
bajo y seguridad social, preparada por M. E. Casas BaaMONDE y M. C. PALOMEQUE.
Lérez, vol. 2, Tecnos, Madrid, 1984.

(29) En conflicto positivo de competencia promovido por el Gobierno vasco con-
tra el RD 2.976/1983, de 9 de noviembre, de regulacién de la Comisién Consultiva
Nacional de Convenios Colectivos (BOE, 5-3).
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Junta de Galicia (art. 37.3), recaen y se ejercen sobre y con los servicios del
Estado (art. 29.1). Estos no son, segin se ha dicho, sino los transferidos o los
previstos en la legislacién laboral para su aplicacién, cuya organizacién se
encarga a la Comunidad Auténoma para que sirvan a sus atribuciones ejecuti-
vas. En el ejercicio de su poder normativo reglamentario y organizatorio sobre
.€se aparato ejecutivo estatal, la Comunidad Auténoma se encuentra, en conse-
cuencia, sujeta a un limite estricto, cual es el significado por el respeto de
«los preceptos que acerca de su composicién, su estructura y sus funciones
(de tales servicios) contenga la legislacién laboral» (Sentencia 351982,
fundamento juridico 3). :

Pero, ademds, la Comunidad Auténoma gallega, en uso de la potestad
autoorganizatoria que su Estatuto de Autonomia recoge como exclusiva (ar-
ticulo 27.1 a partir del art. 148.1.12 CE) y de la de «creacidn y estructura-
cién de su propia Administracién publica», inserta ésta «dentro de los prin-
cipios generales y normas bésicas del Estado» (art. 39 en concordancia con
la determinacién constitucional del art. 149.1.18.?), puede organizar un apara-
to administrativo propio para «orientar su accién de gobierno en funcién de
una politica propia» en materia de ejecucién de la legislacién laboral del
Estado (Sentencia 35/1982, fundamento juridico 2). Respecto de estos érga-
nos ejecutivos de autogobierno, advierte el Tribunal Constitucional, «la Co-
munidad Auténoma dispone de mayor libertad de accién, pero ni puede en-
.comendarles el ejercicio de competencias que la propia Comunidad Auténo-
ma no tiene, ni atribuirles facultades que corresponden a los érganos previs-
tos en la legislacion laboral, ni en ningiin caso encomendarles tareas que im-
-pliquen directa o indirectamente violacién o desconocimiento de tal legisla-
cién» (Sentencia 35/1982, fundamento juridico 3).

Esta potestad organizatoria autonémica al servicio de la competencia de
ejecucién se expresa a través de los reglamentos internos o de organizacién
€n que se materializa la «correspondiente» potestad reglamentaria de la Co-
munidad Auténoma gallega, a que alude expresamente el articulo 37.3 de
su Estatuto (Sentencia 18/1982); o a través de cualesquiera otras normas
territoriales, con independencia de su rango, pues en materia de su compe-
tencia exclusiva corresponde al Parlamento gallego la potestad legislativa
Yy ala Junta la potestad reglamentaria y la funcién ejecutiva (art. 37.2), y, lo
ha dicho también el Tribunal Constitucional, «los limites competenciales»
de las Comunidades Auténomas «hacen referencia al contenido de las dispo-
siciones, no a su forma» (Sentencia 35/1982, fundamento juridico 2).

La Comunidad Auténoma de Galicia ha atendido, de ordinario, a la or-
.ganizacién de sus aparatos administrativos ejecutores con disposiciones de
naturaleza reglamentaria. Sobre el del Estado (denominacién globalizadora
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en este caso, que incluye a las Comunidades Auténomas) (30) ha actuado
regulando la estructura de los Gabinetes de Seguridad e Higiene de las
cuatro provincias gallegas con el fin de «insertar... (estos) servicios perifé-
ricos transferidos en el marco de la estructura de la (antigua) Conselleria de
Trabajo, Seguridad Social y Emigracién, para una mejor coordinacién...»
(Decreto 143|/'1985, de 13 de junio, y Orden de la mencionada Conselleria
de 20 de julio de 1985) (31); o creando y regulando las Comisiones Provin-
ciales de Elecciones Sindicales previstas por la legislacién laboral del Estado
como &rganos de participacién institucional en la materia de los sindicatos
y asociaciones empresariales méas representativas (Orden de la Conselleria
de Trabajo, Industria y Turismo de 16 de septiembre de 1986) (32).

La organizacién de la Administracién autonémica laboral, por su parte, ha
consumido una serie de normas reglamentarias sucesivas, algunas de las cuales
han quedado ya citadas (33). S6lo en los {ltimos dias de 1987 la formacién
de las instituciones laborales de autogobierno lograba ocupar el objeto de
un proyecto de ley que, siguiendo el ejemplo avanzado por otras Comunida-
des Auténomas y ya intentado antes reiteradas veces sin éxito también por la
gallega (34), pretende instaurar el Consejo de Relaciones Laborales gallego

(30) La observacién procede, una vez mds, de la tantas veces mencionada Sen-
tencia 35/1982, f.j. 2.

(31) DOG, 19 y 27-7.

(32) DOG, 249.

(33) Figurando, entre las tltimas, a un lado las relativas a la reordenacién de la
cstructura orgéanica de la Xunta y al establecimiento y regulacién de su Conselleria de
Trabajo y Bienestar Social (Decretos 234, 238, 293 y 367/1987, y Orden de esta Conse-
lleria de 30 de noviembre de 1987 —DOG, 10-12—), la citada Orden de 16 de sep-
tiembre de 1986, que cred, al tiempo, la Comisién Gallega de Elecciones Sindicales;
0 los Decretos 5y 412/1987, de 14 de enero y 5 de noviembre, sobre organizacién
de la Administracién periférica de la Xunta de Galicia y regulacién de las competen-
cias de sus 6rganos territoriales (DOG, 23-1 y 16-11).

(34) A través inicialmente, en la 1 Legislatura autonémica, de una Proposicién
de Ley del Consejo de Relaciones Laborales, presentada por el Grupo Parlamentario
Mixto, a iniciativa del diputado CamiLo NoGuEiRA ROMAN (B. O. del Parlamento de
Galicia, 1 Legislatura, nim. 23, 26-7-1982, pp. 56-62). Tomada en consideracién, fracasé
por falta de consenso entre los grupos politicos. Fue sucedida por una nueva propo-
sicién de ley del Consejo Econémico Social y de Relaciones Laborales de Galicia, a
iniciativa del mismo grupo y diputado (BOPG, 1 Legislatura, nim. 357, 24-12-1984,
pp. 7774-7779). También tomada en consideracibn, su tramitacién qued6 paralizada tras
ser informada por la Ponencia (BOPG, nim. 464, 12-9-1985, pp. 9946-9957) por causa
de la convocatoria de elecciones legislativas. Siguieron, ya en esta II Legislatura, dos
proposiciones de ley del Consejo Econémico y Social formuladas por el G. P. Mixto,
a iniciativa del PSG-EG y del diputado don CaMiLo NOGUEIRA ROMAN, respectiva-
mente (BOPG, 11 Legislatura, nim. 8, 4-3-1986, pp. 55-59; BOPG, nim. 105, 9-2-1987,
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como «marco permanente de encuentro de los interlocutores (que) propor-
cionard el didlogo y facilitard la adopcién de los acuerdos colectivos sobre
las relaciones de trabajo, al tiempo que propicia (sic) un tratamiento més
adecuado de los conflictos colectivos, dentro del respeto a los principios
constitucionales y al marco de la legislacién laboral vigente» (35). Dias des-
pués el Boletin Oficial de la Camara autonémica publicaba una proposicién
de ley, formulada nuevamente por el Grupo Parlamentario Mixto, a iniciati-
va del PSG-EG, de creacién del Consejo Econémico y Social de Galicia, «en
virtud del derecho de la Comunidad Auténoma a organizar sus institucio-
nes de autogobierno en el marco del Estatuto de Autonomia». Su justifica-
cién institucional se apoya, como las anteriores fracasadas, «en la necesidad
de que Galicia cuente con un marco autondémico de participacién de las
distintas fuerzas econémicas y sociales en la politica econ6mica y social,
como un instrumento mas para hacer efectivo el derecho de los gallegos y
gallegas a vivir y trabajar dignamente en la propia tierra» (36).

3. Los principios constitucionales que enmarcan la ejecucién
autonémica gallega de la legislacién laboral del Estado

Recuérdese que los poderes ptblicos gallegos ejercen su competencia de
ejecucién de la legislacién laboral del Estado en el d4mbito de su territorio
sujetos a la Constitucién (arts. 9.1, 53.1 y 103.1), que es «la norma suprema
del Estado como totalidad», obligando, en consecuencia, «sus principios...
por igual a todas las organizaciones que forman parte de esa totalidad»
(Sentencia 32/1981, de 28 de julio, fundamento juridico 5) (37). Sin nece-
sidad de que los Estatutos autonémicos dupliquen tales principios consti-
tucionales de obligado acatamiento (como, ya se dijo, hace el gallego en su
articulo 4.2 con los de libertad e igualdad reales y de participaci6n, tras
reconocer, con idéntica redundancia, en el apartado 1.° de este mismo pre-
cepto, que «los derechos, libertades y deberes de los gallegos son los esta-
blecidos en la Constitucién»). Y que el sello particular que el Estatuto gallego
ha querido imprimir a la politica laboral y socioeconémica propia de la

pp. 2185-2190), Consejo que, como advertia el diputado proponente, llevaba «implicito
dentro ¢l de Relaciones Laborales». Ambas fueron rechazadas (Diario de Sesiones,
IT Legislatura, ndm. 10, Pleno 8-4-1986, pp. 222 y ss.; nim. 54, Pleno 12-5-1987, péa-
ginas 3488 y ss.).

(35) BOPG, 1I Legislatura, niim. 205, 29-12-1987, pp. 4256-4257.

(36) BOPG, 11 Legislatura, nim. 209, 26-1-1988, pp. 4311-4316.

(37) BOE, 138.
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Comunidad gallega se cifra en el logro del «derecho de los gallegos a vivir y
trabajar en su propia tierra» (art. 4.3 en concordancia con el art. 40.1 CE;
previsién de principios formulada en los mérgenes constitucionalmente abier-
tos a los Estatutos de Autonomia frente a materias de alcance supranacional,
cuyo contrapunto encubierto es ya sabido que se justifica en el interés gallego
por poner fin a la emigracién) como criterio finalista o inspirador del uso
de sus competencias estatutarias. Sin que signifique la adicién de otras nuevas.

En fin, no se olviden los «principios generales» de la organizacién terri-
torial del Estado (arts. 2 y 138-139 CE) sobre los que se asienta la distribu-
ci6n territorial del poder y la configuracién y funcionamiento del entero sis-
tema de autonomias territoriales: de unidad, solidaridad (cuya «promocién...
entre todos cuantos integran el pueblo gallego» es «tarea principal» de la
Comunidad Auténoma, «a través de sus instituciones democréticas», segin el
articulo 1.2 de su Estatuto), igualdad y libre circulacién de personas y bienes
en el territorio espafiol. Ni que sobre las facultades, competencias y servicios
del Estado asumidos por la Comunidad Auténoma gallega para la ejecucién
en su territorio de la legislacién laboral recae, segin la férmula normativa del
articulo 29.1 de su Estatuto, «la alta inspeccién» de aquél; facultad estatal
de supervisién que el Estatuto gallego vuelve a recoger en relacién con las
materias educativas, sanitarias y de Seguridad Social (arts. 31 y 33.4); que
la doctrina cientifica venia extendiendo a todas las materias de titularidad
legislativa estatal (38) y que incorporé después, con igual cardcter general, el
articulo 3 de la Ley del Proceso Autonémico (39); y que, en esencia, se orde-
na a asegurar la igual aplicacién de la ley estatal, uniforme en su contenido,
en todas las partes del territorio nacional, precisa para hacer efectiva la

(38) Véanse, por todos, E. GARcfA DE ENTERRiA, La ejecucién autondémica de la
legislacién del Estado, Civitas, Madrid, 1983, pp. 83 y ss.; y J. L. Cascajo CastRro,
«En torno a la configuracién jurisprudencial y doctrinal de la llamada Alta Inspec-
cién», en Rev. Vasca de Administracion Publica, nim. 10, vol. II, sept.-dic. 1984,
pp. 89 y ss. En la doctrina laboralista, S. GoNzALEzZ ORTEGA, «La Alta Inspecién del
Estado en materia laboral», en III Jornadas Universitarias Andaluzas de Derecho del
Trabajo y Relaciones Laborales, Fundacién Universitaria, Jerez, 1985, pp. 227 y ss.

(39) Y singularmente, en lo que hace a la materia laboral, las normas estatales
de transferencia de scrvicios en tal orden material, que expresamente reservan a la
Administracién del Estado, al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en concreto, la
«Alta Inspeccién», sin més especificacién: Anexo I, C), b), RD 2.381/1982, de 24 de
julio, sobre Gabinetes de Seguridad ¢ Higiene en el Trabajo; Anexo I, C), b), Real
Decrcto 2.412/1982, de 23 de julio, en materia de trabajo; Anexo I, C), ¢}, RD 4.104/
1982, de 29 de diciembre, en materia de mediacién, arbitraje y conciliacién, y Anexo I,
C), 3°, RD 1.928/1984, de 12 de septiembre, sobre la Unidad Administradora del
Fondo Nacional de Proteccién al Trabajo.
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igualdad bésica o esencial de «los espafioles en el ejercicio de los derechos
y en el cumplimiento de los deberes constitucionales» (art. 149.1.1.* CE).
Sin mengua de la autonomia ejecutiva de las Comunidades Auténomas, la ga-
llega en nuestro caso, ni de sus potestades propias de direccién politica, asegu-
radas por la Constitucidén y los Estatutos de Autonomia (40). Como se sabe,
ambas Administraciones territoriales estdn sujetas «a un deber general de co-
laboracidn, que no es preciso justificar en preceptos concretos, porque es de
esencia al modelo de organizacién territorial del Estado implantado por la
Constitucién (Sentencias 18/1982, fundamento juridico 14, y 80/1985, de
4 de julio, fundamento juridico 2 (41).

Excepcionalmente, el Estado retendrd competencias de ejecucién de su
legislaci6n laboral, no obstante las competencias estatutarias de la Comuni-
dad Auténoma de Galicia a partir de la disociacién funcional del articu-
lo 149.1.7.* CE, cuando la ejecucién, afectando inseparablemente a varias
Comunidades Auténomas, trascienda el dmbito territorial gallego (42).

(40) Véanse Sentencias del Tribunal Constitucional 6/1982, de 22 de febrero (BOE,
22-3); 32/1983, de 28 de abril (BOE, 17-5); 42/1983, de 20 de mayo (BOE, 17-6);
76/1983, f. j. 12; 63/1986, de 21 de mayo, f. j. 9 (BOE, 13-6).

(41) Las normas estatales de transferencia citadas recogen el deber de informa-
cién de la Comunidad gallega, ordenado al ejercicio estatal de la Alta Inspeccién, y el
de colaboracién o auxilio reciproco de unas y otras autoridades bajo el epigrafe «Fun-
ciones en que han de concurrir la Administracién del Estado y de la Comunidad Au-
ténoma y forma de cooperacién», en términos de este tenor: «...la Junta de Galicia
. facilitar4 al Instituto Nacional de Seguridad de Higiene en el Trabajo informacién y
datos estadisticos sobre el ejercicio de las competencias transferidas en materia de Ga-
binetes Provinciales de Seguridad e Higiene en el Trabajo» [Anexo I, D) y G), Real
Decreto 2.381/1982]. Ademés, Anexo I, D), 1, RD 2.412/1982; Anexo I, D), Real
Decreto 4.104/1982; Anexo 1, D), a), RD 1.928/1984, y Anexo I, D), 3.2, RD 1.999/
1984, de 12 de septiembre, sobre expedientes de regulacién de empleo.

(42) Sentencias del Tribunal Constitucional 48 y 85/1982, de 12 de julio y 23 de
diciembre, en conflictos positivos de competencia frente a las resoluciones del Departa-
mento de Trabajo de la Generalidad de Catalufia sobre inscripcién, publicacién y envio
al desaparecido IMAC de convenios colectivos de dmbito territorial supracomunitario
(BOE, 4-8-1982 y 15-1-1983, respectivamente). También los RR.DD. de transferencia
reservan competencias ejecutivas de dmbito o interés nacional o coordinadoras a la Ad-
ministracién del Estado: Anexo I, C), a), RD 2.381/1982; Anexo I, C), b), RD 4.104/
1982; Anexo I, C), 1.°y 2°, RD 1.928/1984, y Anexo I, C), b), ¢) y d), RD 1.999/1984.
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V. LA LEGISLACION LABORAL QUE SOSTIENE LA REFERIDA
COMPARTICION COMPETENCIAL: EL SIGNIFICADO
DEL TERMINO (O MATERIA) LABORAL

La legislacién laboral es la que determina «el dmbito de las competen-
cias estatales y de las autondémicas» analizado (Sentencia 39/1982, funda-
mento juridico 1). La precisién de su contenido y de sus contornos resulta,
en consecuencia, necesaria para fijar el substrato material sobre el que la
referida particién competencial opera y, de este modo, su alcance efectivo.
A tal acotacién material ha dedicado también su atencién el Tribunal Cons-
titucional, que ya desde un primer momento puso de relieve su condicién de
elemento principal del sistema competencial y vio la necesidad de completar
la tarea de determinacién del sustantivo «legislacién» con la proyeccién del
mismo esfuerzo delimitador sobre el adjetivo «laboral». Resultado de ese es-
fuerzo ha sido la adopcién de un concepto concreto y restringido de lo labo-
ral por el supremo intérprete constitucional; lo que, en verdad, posee con-
secuencias de primera importancia para el reconocimiento de posibles atri-
buciones legislativas de las Comunidades Auténomas en sus propios Estatu-
tos de Autonomia sobre materias indirectamente laborales.

1. La legislacién laboral regula
directamente las relaciones de trabajo por cuenta ajena

El Tribunal Constitucional afront6 tan esencial identificacién material
en su citada Sentencia 35/1982, descartando, de entrada, la conveniencia
de la utilizacién a tal propésito de las definiciones doctrinales, que estimé
«de escasa ayuda» para esta precisién (fundamento juridico 2). El mismo
rechazo de las definiciones doctrinales manifestaria el Tribunal al enfrentar-
se a la caracterizacién sustantiva de la expresién constitucional «legislacién
mercantil» (del art. 149.1.6.*) (43) o al ocuparse del espacio, en el reparto
competencial constitucional y estatutario, del «denominado derecho coopera-
tivo» (44).

Para resolver con mejor critetio, asegura, ha de partirse de la propia

(43) Sentencias 37/1981, de 16 de noviembre, {.j. 3 (BOE, 28-11); 71/1982, de 30
de noviembre, {.j. 2 (BOE, 29-12); 88/1986, de 1 de julio, f.j. 5 y 8.f) (BOE, 22-7).

(44) Sentencia 72/1983, de 29 de julio, f.j. 3: dictada en el recurso de inconsti-
tucionalidad promovido por ¢l Presidente del Gobierno contra Ja Ley del Pais Vasco
1/1982, de 11 de febrero, sobre Cooperativas (BOE, 18-8); Sentencia 44/1984, de 27
de marzo, f.j. 3, en conflicto positivo de competencia planteado por el Gobierno vasco
frente a Resolucién de la Direccién General de Cooperativas del MTSS (BOE, 25-4).
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Constitucién (porque «un problema tan necesitado de soluciones claras y
firmes como es el de la determinacién del dmbito de competencia de una
Comunidad Auténoma no puede plantearse a partir de datos extrinsecos,
sino, en cuanto sea posible, a partir s6lo de nociones intrinsecas a la propia
Constitucién»), que consagra «la forma compuesta del Estado, en congruen-
cia con la cual han de interpretarse todos los preceptos constitucionales».
Resulta, por ello, obligado proceder a una interpretacién estricta o restringida
de «lo laboral» (como del dambito de la mercantilidad), ya que: «E] concepto
de ‘legislacién laboral’, cuyo primer término tiene la considerable fuerza
expansiva que ya hemos sefialado, no puede ser entendido también como
potencialmente ilimitado en funcién del segundo, cosa que inevitablemente
sucederia si el adjetivo ‘laboral’ se entendiera como indicativo de cualquier
referencia al mundo del trabajo. Es por ello forzoso dar a ese adjetivo un
sentido concreto y restringido, coincidente por lo demds con el uso habitual,
como referido s6lo al trabajo por cuenta ajena, entendiendo, por consiguien-
te, como legislacién laboral aquella que regula directamente la relacién labo-
ral, es decir, para recoger los términos de la Ley 8/1980, de 10 de marzo,
la relacién que media entre los trabajadores que presten servicios retribuidos
por cuenta ajena y los empresarios en favor de los que y bajo la direccién
de quienes se prestan estos servicios, con las exclusiones y excepciones que
en dicha Ley (art. 1.3) se indican» (Sentencia 35/1982, fundamento ju-
ridico 2).

El mismo significado material estricto, no obstante el sentido de su fallo,
se prolonga en la Sentencia 39/1982, en la que el Tribunal, tras reconocer
que es «labor no exenta de dificultades» la de «inferir qué entiende la Cons-
titucién por ‘materia’ y cudl es el 4mbito de “lo laboral’», afirma que «una
regulacién material que tiene en el Estatuto de los Trabajadores su régimen
a nivel de ley, cual es la que hace relacién a los derechos de participacién
de los trabajadores en la empresa y a lo que se titula como infracciones la-
borales de los empresarios, su calificacién de materia laboral no puede ofre-
cer duda. Por lo demds, ... la calificacién de laboral, en cuanto referida a
institutos juridicos referentes al trabajo por cuenta ajena, no es algo que fun-
dadamente pueda incluirse en zonas inciertas o dadas al equivoco» (funda-
mento juridico 9).

La Sentencia 7/1985 vuelve sobre el significado restringido de lo labo-
ral: «Las normas relativas a las fiestas laborales» son legislacién laboral,
porque «al concretar el derecho al descanso y las consecuencias que del
mismo se derivan, afectan a los elementos esenciales del contrato de trabajo:
la prestacién de servicios y la contraprestacién econémica» (fundamento ju-
ridico 2).
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2. Las reservas competenciales materiales en favor del Estado
enunciadas en el Estatuto gallego

Siendo, pues, la legislacién laboral sélo la que regula directamente las
relaciones de trabajo por cuenta ajena, la reserva de «todas las competencias»
en favor del Estado que el articulo 29.1 del Estatuto gallego formula en el
seno de la materia laboral respecto de la «materia de migraciones interiores
y exteriores, fondos de dmbito nacional y de empleo», pese a su implicacién
estrecha con aquélla, no se ajusta rigurosamente a semejante titulo o materia
competencial; con la sola excepcién de la referida a los «fondos de dmbito
nacional» laborales, calificacién esta que naturalmente se infiere de la gené-
rica del bloque material en que tales fondos se insertan sin més apellidos y
cuya exclusién (al igual que las de las «materia de migraciones interiores y...
fondos de émbito nacional... de empleo) no encuentra otra justificacién que
la de la propia voluntad estatutaria autolimitadora.

A) De nuevo, la emigracién

Ya he dicho anteriormente que en la que el Estatuto denomina «materia de
migraciones... exteriores», éste reproduce el deslinde competencial de la re-
gla 2., y no el de la 7., del articulo 149.1 CE, a cuyo tenor en las activida-
des materiales dichas de orden exterior (inmigracién y emigracién fuera del
territorio espafiol) el Estado retiene el contenido funcional completo o pleno
de la competencia: legislacién y ejecucién. Lo cual impediria, en la estrecha
interpretacién del Tribunal Constitucional que anteriormente qued6 expues-
ta, el disefio y puesta en practica por la Comunidad Auténoma gallega de
una politica propia acerca de tales materias. Y ya he aludido también, sufi-
cientemente, al signo propio que el Estatuto ha querido imprimir a la politi-
ca laboral gallega con el principio programatico expresado por su articu-
lo 4.3. Lo que falta por reiterar, en consecuencia, es sélo que la exclusién
competencial expresa del articulo 29.1, que ha pasado luego literalmente al
texto del apartado C).a) del anexo I del Real Decreto 2.412/1982, de transfe-
rencia de funciones y servicios a la Comunidad Auténoma gallega en materia
de trabajo, era en el exiremo material mencionado innecesaria. Y por afia-
dir que la innecesariedad de la determinacién estatutaria no se neutraliza con
la invocacién que la misma hace a «las normas del Estado» para abundar en
la operacién de reparto competencial, que no da por concluida, anunciando
en este orden material la posible entrega futura de competencias a la dispo-
nibilidad de la Comunidad Auténoma gallega. Como veremos mads adelante,
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estas nuevas competencias territoriales sobre migraciones exteriores no podran
resultar en ninglin caso del Estatuto, que no encuentra espacio habil que
ocupar en la reserva plena de competencias del articulo 149.1.2.* CE, ni, por
ello, de la operacién de reenvio normativo que aquél lleva a término, sino
exclusivamente de las leyes estatales que instrumenten los mecanismos de
transferencia previstos en el articulo 150 CE.

No ocurre lo mismo con la «materia de migraciones interiores», no con-
templada por el articulo 149.1.2.* CE (45), ni comprendida tampoco en la
«legislacién laboral» del articulo 149.1.72, ni en ningdn otro de los parrafos
del precepto constitucional. En consecuencia, el Estatuto gallego podia haber
asumido positivamente competencias sobre la misma conforme a la primera
de las cldusulas residuales del articulo 149.3 CE. Ha preferido, sin embargo,
limitar de partida esa posible asuncién competencial, que sitiia en la funcién
de «ejecucién de la legislacién del Estado» y entrega inicialmente a éste, sin
perjuicio de su asuncién posterior a partir de las determinaciones de las
normas del propio Estado, a las que la norma autonémica gallega se remite.
Sobre esta via estatutaria de delimitacién positiva o incremento ulterior de
las competencias territoriales gallegas insistiré mds adelante. Aqui unica-
mente serd preciso recordar, frente a la limitacién ratione loci de las compe-
tencias de Galicia (art. 37.1 de su Estatuto), la posible celebracién por ésta
de convenios de colaboracién con el Estado y con otras Comunidades Autd-
nomas (arts. 145.2 de la Constitucién y 35.1 y 2 del Estatuto) para canalizar
el ejercicio de sus competencias ejecutivas futuras («para la gestién y presta-
cién» de sus servicios) sobre las migraciones interiores extracomunitarias (46).

La referencia estatutaria a los «fondos de dmbito nacional y de empleo»
merece ahora una mayor atencién, que deberd fijarse previamente en las
competencias de las Comunidades Auténomas, y de la gallega en concreto,
en materia de empleo.

(45) Solucién que, a sus propios efectos, no creyé necesario despejar la STC 154/
1985, de 12 de noviembre, f.j. 6, que resolvié el conflicto positivo de competencia
promovido por el Gobierno frente a la creacién por la Junta de Galicia del Instituto
gallego de Bachillerato a Distancia, cit.; pero que se obtiene sin dificultad de la inter-
pretacién conjunta o integrada de la serie de materias que el art. 149.1.2.° confia a la
competencia plena del Estado.

(46) Camino seguido por la Comunidad Auténoma de Andalucia —cuyo Estatuto
de Autonomia, ciertamente, no reconoce al Estado competencias sobre migraciones
interiores; art. 17.2—, que suscribié con el MTSS un «acuerdo de colaboracién... so-
bre la migracién temporera de la campafia de la fresa», que afecta «a un nimero im-
portante de trabajadores espafioles y a sus familias» (BOE, 12-8-1987).
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B) Las competencias autonémicas en materia de empleo

No resulta facil, desde luego, establecer la frontera entre la materia labo-
ral y el empleo, en la condicibn, insoslayable, de este tltimo de componente
relevante de una politica de fomento de la actividad econémica regional.
La confusién entre ambos campos comienza por manifestarse en el orden
terminol6gico: de modo que los llamados en el lenguaje habitual expedien-
tes de regulacién de empleo (47) canalizan la autorizacién de las Adminis-
traciones laborales competentes —por razén del territorio— para reducir la
duracién de las jornadas de trabajo y, correlativamente, de las contrapresta-
ciones salariales (elementos esenciales de las relaciones contractuales de tra-
bajo objeto de la legislacién laboral, segiin se vio), modificar, suspender o
extinguir los contratos de trabajo por causas econémicas o tecnoldgicas o fuer-
za mayor; y que, al socaire de las medidas dichas de fomento del empleo, el
ordenamiento juridico laboral ha venido creando modalidades contractuales.
nuevas o atipicas y renovando su consideracion y ordenacién, progresivamen-
te liberada de trabas o flexibilizada, de los contratos de trabajo temporales.

La diferenciacién, sin embargo, puede y debe ser marcada a la vista de
la Constitucién, el Estatuto de Autonomia para Galicia, la doctrina interpre-
tativa del Tribunal Constitucional sobre el concepto restrictivo de la «legis-
lacién laboral» y la propia produccién normativa de las Comunidades Auté-
nomas para el fomento del empleo en sus respectivos territorios.

En efecto, el articulo 148.1.13.2 CE ofrece a las Comunidades Auténo-
mas la facultad de autoatribuirse, por medio de sus Estatutos de Autonomia,,
competencias sobre «el fomento del desarrollo econémico de la Comunidad
Auténoma, dentro de los objetivos marcados por la politica econémica na-
cional». Por su parte, el articulo 149.1.13.* CE asigna al Estado «las bases
y coordinacién de la planificacién general de la actividad econémica». Ade-
més, el capitulo III del titulo I de la norma constitucional, presidido por la
riibrica «De los principios rectores de la politica social y econémica», utiliza
a lo largo de todo su articulado —a salvo el supuesto especifico del articu-
lo 42, ya advertido— la expresién «poderes piblicos», que acoge, sin duda,
a las Comunidades Auténomas, lo que no pasa de ser una consecuencia na-
tural de la nueva organizacién compuesta del Estado y del caracter de aque-
Ilos «principios rectores» como normas de determinacién de objetivos a per-
seguir por toda la comunidad estatal en su compleja estructura pluralista,

(47) Denominacibn, generalizada a partir del Decreto dec Politica de Empleo de
1972, que precisamente utiliza en su rdbrica el RD 1.999/1984, de traspaso de fun-
ciones y servicios a Galicia en la materia. ’
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articulada en diversos niveles de gobierno y administracién. El pleno empleo,
del que «su fomento es ingrediente esencial» (48), constituye uno de tales
objetivos (art. 40.1), cuyo reconocimiento, respeto y proteccién «informaré
la legislacién positiva» —tanto la estatal como la autonémica, evidentemen-
te (49)—, «la prictica judicial y la actuacién de los poderes ptblicos» (ar-
ticulo 53.3 CE).

El Estatuto gallego decidi6 incorporar estas posibilidades constitucionales,
calificando formalmente de exclusivas las competencias asumidas en materia
de «promocién del desarrollo comunitario» (art. 27.24), de «fomento y pla-
nificacién de la actividad econémica en Galicia» (art. 30.1.1), y de «desarro-
llo y ejecucién en Galicia de: «... los planes establecidos por el Estado para
la reestructuracién de sectores econémicos», «programas genéricos para Gali-
cia estimuladores de la ampliacién de actividades productivas e implantacién
de nuevas empresas», y «programas de actuacién referidos a comarcas depri-
midas o en crisis» [art. 30.7.b) y c¢)], aunque en estos tltimos casos, aten-
diendo a la propia declaracién de encabezamiento del precepto, «de acuerdo
con las bases y la ordenacién de la actuacién econdémica general y la politica
monetaria del Estado... en los términos de lo dispuesto en los articulos 38,
131 y 149.1.11 y 13 de la Constitucién» (50). Tales poderes territoriales, que
son, pues, en realidad concurrentes y compartidos con los del Estado, acogen
funcionalmente, segin los casos, potestades legislativas y, desde luego, eje-
cutivas y materialmente se extienden a la politica de empleo, cuya conexién

(48) M. ALonso OLea y M, E. Casas BaAMONDE, Derecho del Trabajo, 10." ed.,
Servicio de Publicaciones de la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense,
Madrid, 1987, p. 465.

(49) STC 64/1982, de 4 de noviembre, f.j. 2 (BOE, 10-12).

(50) Limite «a las competencias asumidas... por la Comunidad Auténoma, que
comprende el ejercicio por el Estado de sus competencias de coordinacién en la ma-
terian, dice la STC 144/1985, de 24 de octubre, {.j. 4, a prop6sito del similar articu-
lo 10.25 del Estatuto de Autonomia del Pafs Vasco (BOE, 26-11). Sobre dicha compe-
tencia estatal de coordinacién de la actividad econémica, que «persigue la integracién
de la diversidad de las partes o subsistemas en el conjunto o sistema» con el fin de
evitar contradicciones o disfunciones contra «la realidad misma del sistema», SSTC 32
y 43/1983, de 28 de abril y 20 de mayo, f. j. 2 y 3.c) (BOE, 17-5 y 17-6); 11/1984,
de 2 de febrero, f.j. 6 (BOE, 18-2); 144/1985, cit., f.j. 4. Sobre el similar precepto
estatutario cataldn, SSTC 11/1986, de 28 de enero, {.j. 3 (BOE, 12-2), y 95/1986, de 10
de julio, f.j. 2 y 4, cit. Sobre el precepto estatutario gallego, que reconoce la compe-
tencia del Estado de «ordenacién de la actuacién econémica de todos los sectores y
del propio Estado con relacién a ellos», lo que comprende poderes estatales de ejecu-
cién o actuacién, STC 29/1986, de 20 de febrero, f.j. 4, en recursos de inconstitucio-
nalidad promovidos por la Junta de Galicia contra el RDL 8/1983 y la Ley 27/1984,
de reconversién y reindustrializacién (BOE, 21-3).
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directa con el poder de autogobierno y de ordenacién y promocién econémi-
ca de la Comunidad gallega es evidente. También lo es su incidencia indi-
recta o infraestructural sobre la legislacién laboral ‘stricto sensu’. De ahi
que los limites con ésta deban ser trazados con cuidado.

Sin duda alguna, no pueden las Comunidades Auténomas, al amparo de
sus competencias econémicas y de promocién del desarrollo comunitario y,
por ende, del empleo, deslizarse hasta alcanzar el dominio legislativo laboral
estatal: esto es, la regulacién directa de las relaciones de trabajo, que es el
contenido de la legislacién laboral, monopolio del Estado. Tampoco, légica-
mente, gobernar la realidad econémica de sus territorios, ordenando politicas
de empleo adaptadas a sus intereses respectivos (art. 137 CE) de espaldas
a los mecanismos constitucionales garantes de la precisa armonizacién, nor-
mativa y econémica, intercomunitaria: ademas del «marco referencial de com-
petencias estatales» (Sentencia del Tribunal Constitucional 11/1986, funda-
mento juridico 3), principios constitucionales de interdiccién de discrimina-
ciones en el empleo y de privilegios econémicos y sociales por razén autoné-
mica o territorial (arts. 14, 139.1 y 149.1.1.%), de unicidad o comunidad del
espacio econémico nacional (51) y de libre circulacién de personas y bienes
en todo el territorio del Estado (art. 139.2), de solidaridad interterritorial y
financiera (arts. 139.1 y 156.1), y de igualdad sustancial, que es, como se sabe,.
el pardmetro que permite, o exige, derogaciones del principio de igualdad
formal, acogiendo asi los particularismos inevitables del desarrollo econémi-
co y social en funcién de ambitos territoriales definidos, precisados de ins-
trumentos terapéuticos y tutelares también territorialmente distintos.

Como muestra de su «imprescindible... participacién en el fomento del
empleo», la Xunta de Galicia comenzé por aprobar el Decreto 123)/1983,
de 27 de julio, sobre fomento del empleo, mediante la creacién de nuevas
empresas en el dmbito de la Comunidad Auténoma de Galicia, desarrollado
por Orden de la Conselleria de Trabajo, Seguridad Social y Emigracién de
20 de septiembre siguiente (52). Su produccién normativa posterior sobre em-
pleo contabiliza dos Decretos (66/1985, de 18 de abril, y 160/1985, de

(51) Proyeccién del principio de unidad del Estado, segin el Tribunal Constitu-
cional, preciso para evitar que «el reparto de competencias entre el Estado y las...
Comunidades Auténomas en materia econémica... conduzca a resultados disfunciona--
les y disgregadores»: Sentencias 1/1982, de 28 de enero, f. j. 1 (BOE, 26-2); 29/1986,
cit., f.j. 4.

(52) DOG, 10 y 239. Y completado por una serie de disposiciones reglamentarias.
econémicas para autorizar la transmisién de las participaciones de titularidad de la
Comunidad Auténoma en las empresas nacidas al amparo del mencionado Decre-
to 123/1983.

127



.MARIA EMILIA CASAS BAAMONDE

18 de julio, desarrollado éste, dltimamente, por la Orden de la Conselleria
.de Economia y Hacienda de 2 de julio de 1987) sobre ayudas y subvenciones
a la contratacién de jévenes que acceden al primer empleo en Galicia y
sobre concesiones de subvenciones para becas y fomento de empleo a pos-
graduados (53). A ellos se adiciona la serie de Ordenes que regulan las ayu-
das a la contratacién laboral cofinanciadas por la Comunidad gallega y el
Fondo Social Europeo, coordinadas después por el Estado (54); y, en el te-
rreno de ejecucidn de la legislacién laboral del Estado, las normas reglamen-
tarias que ponen en marcha los programas de apoyo a la creacién de empleo
atendidos por la desaparecida Unidad Administradora del Fondo Nacional
de Proteccién al Trabajo —transferida a la Comunidad Auténoma— y hoy,
en parte, por el INEM (55). La politica econdmica de la Xunta de Galicia,
sin embargo, se ha dirigido con mayor interés a intervenir sobre la oferta de
empleo, favoreciendo el «mantenimiento, desenvolvimiento y creacién de
actividades empresariales» en Galicia a través de estimulos econémicos a la
inversidn, en cuyo disefio y ejecucién normativa no se dejara de aludir, como
efectos derivados, a su incidencia en la reduccién del desempleo, «mante-
niendo, en primer lugar, los puestos de trabajo existentes y creando, ademis,
otros nuevos», y, con una apenas velada consideracién critica hacia la politi-
ca estatal de reconversién industrial, a su repercusién beneficiosa para el

(53) DOG, 30-4 y 6-8-1985 y 10-7-1987.

(54) Ordenes de 1 de septiembre (tres) y 14 de octubre de 1986, sobre ayudas a
la contratacién de j6venes menores de veinticinco arios a tiempo completo, de j6venes
minusvélidos menores de veinticinco afios a tiempo completo y de jévenes menores
de veinticinco arios a tiempo parcial (DOG, 19 y 22.9 y 24-10), y Orden de 1 de julio
.de 1987, sobre ayudas a la contratacién cofinanciadas por el Fondo Social Europeo y
la Comunidad Auténoma para el ejercicio de 1987 (DOG, 20-7). El Estado coordina
las acciones autonémicas y de «los distintos agentes promotores» a través de la Uni-
dad Administradora del Fondo Social Europeo de la Direccién General de Empleo
del MTSS (RD 1.492/1987, de 25 de noviembre, por el que se regulan sus funciones
y se dictan normas para la tramitacién de solicitud de ayudas).

(55) Ordenes de la Conselleria de Trabajo, Seguridad Social y Emigracién de 28,
29 y 30 de marzo de 1985, por la que se establecen medidas de apoyo a la creacién de
empleo en Galicia a través de cooperativas y sociedades laborales, se regula el apoyo
.a la jubilacién de trabajadores dentro de la Comunidad Auténoma de Galicia y se
desarrolla el fomento de la integracién laboral del minusvdlido en Galicia (DOG,
30-4, 8-5 y 27-4-1985, respectivamente); Ordenes de 25 de noviembre de 1985 y 20 de
.enero de 1986, sobre centros especiales de empleo (DOG, 12-12-1985 y 5-2-1986), e
Instruccion de la Direccién General de Trabajo de la Conselleria de Trabajo, Indus-
tria y Turismo, de 30 de julio de 1986, por la que se dictan las normas de procedi-
miento para la solicitud de las ayudas previstas en la Orden del Ministerio de Trabajo
y Seguridad Social, de 9 de abril de 1986 (DOG, 18-8).
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«aumento de la poblacién activa gallega... frente al desmantelamiento de la
actividad industrial existente» (56).

La practica, protagonizada por otras Comunidades Auténomas, de con-
certar con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social la coordinacién de
las respectivas «actuaciones de fomento del empleo» y, a través del INEM,
la participacién autonémica «en la ejecucién de la politica del Gobierno, di-
rigida a la creacién de puestos de trabajo y a la lucha contra el desempleo en
general», se ha seguido también por la Comunidad Auténoma gallega (57).

(56) Decreto 82/1984, de 24 de mayo, de apoyo financiero a las PYME gallegas;
Decreto 151/1984, de 13 de septiembre, por el que se establecen medidas de fomento
y promocién de empresas en Galicia (DOG, 13-10), Orden de la Conselleria de Indus-
tria, Energia y Comercio de 28 de diciembre de 1984 (DOG, 28-12), y Orden de la
Conselleria de Trabajo, Industria y Turismo, de 24 de junio de 1987 (DOG, 24-8);
Decreto 135/1984, de 13 de septiembre, sobre medidas de fomento del sector de la
Construccién naval (DOG, 22-9). Impugnado este dltimo en su totalidad por el Go-
bierno a través del planteamiento de un conflicto positivo de competencia admitido
a trdmite por el Tribunal Constitucional (con suspensién de su vigencia: prov. 30-1-
1985, ratificada por Auto 561/1985, de 29 de julio), también lo ha sido conforme al
titulo V de la LOTC el citado ¢n segundo término, en su art. 16, regulador del tras-
paso, subvencionado por la Xunta de Galicia, de Industrias a Galicia (y también con
suspensién de su vigencia: prov. 27-2-1985, ratificada por Auto 562/1985, de 29 de
julio, ambos en Jurisprudencia Constitucional, t. XII, 1986, pp. 1798-1804). Cfr. los
respectivos fondos presupuestarios destinados a la promocién de empleo y al fomento
y desenvolvimiento empresarial e industrial en las Leyes 10/1984, de 13 de julio, de
asignacién de recursos fijados por el RDL 3/1984, de 4 de abril, a la Comunidad
Auténoma de Galicia (DOG, 3-8) y en las sucesivas Leyes de Presupuestos Generales
de la Comunidad Auténoma de Galicia.

(57) Los entrecomillados del texto corresponden al primero de los objetivos o
fines que, como tales, acostumbran a figurar en los convenios de colaboracién suscri-
tos entre el INEM y las diferentes Comunidades Auténomas para la realizacién de
obras y servicios por trabajadores desempleados y entre el MTSS y las Comunidades
Auténomas para la coordinacién de la politica de empleo. Las bases generales para
¢l establecimiento de convenios de colaboracién del INEM con 6rganos de la Admi-
nistracién del Estado, Comunidades Auténomas, Organismos auténomos administra-
tivos y Organismos auténomos comerciales, industriales y financieros, para la reali-
zacién de obras y servicios por trabajadores desempleados se fijaron por OMTSS de
21 de febrero de 1985 (BOE, 27-2). Galicia ha suscrito Convenios con el INEM «para
la contratacién temporal de trabajadores desempleados en obras de interés general
y social» (el dltimo, de 14 de julio de 1987; BOE, 17-8), y con el MTSS «para la
coordinacién de la politica de empleo» (durante 1987-88; BOE, 25-8).
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C) Y la autolimitacién estatutaria sobre fondos de dmbito
nacional laborales y fondos de dmbito nacional de empleo

(Cudl es, entonces, el sentido de la restriccién competencial del Estatuto
gallego «en materia de ... fondos de dmbito nacional y de empleo»?

En el momento de la promulgacién del Estatuto de Autonomia para Ca-
talufia (aprobado por Ley Orgénica 4/1979, de 18 de diciembre), que es el
que introduce la férmula, existian los «fondos nacionales para la aplicacién
social del impuesto y del ahorro» creados por Ley 45/1960, de 21 de julio:
Fondo Nacional para el Fomento del Principio de Igualdad de Oportunidades,
Fondo Nacional de Asistencia Social, Fondo Nacional de Proteccién al Tra-
bajo y Fondo de Crédito para la Difusién de la Propiedad Mobiliaria. De
ellos, sélo el tercero hubiera encajado, si acaso relativa y parcialmente, en
la materia laboral —pues sus fines atendian a las consecuencias econémicas
de los expedientes de crisis por reconversiones, a la facilitacién de los movi-
mientos migratorios, a la difusién del cooperativismo y a la promocién de
empleo de los cabezas de familias numerosas—, conectado como estaba el
primero con la formacién profesional [«materia educativa o de ensefianza»
en orden a «la determinacién de la titularidad competencial» (58)] y pertene-
ciente el segundo al drea de la asistencia social, materia relacionada en el
listado del articulo 148.1 CE, con el nimero 20, sobre la que la Comunidad
Auténoma gallega ha asumido «competencia exclusiva» (art. 27.23) (59).
Pero, ademds, tales Fondos se suprimieron por la Ley 74/1980, de 29 de di-
ciembre, de Presupuestos del Estado para 1981 (disposicional adicional cuat-
ta), permaneciendo la atencién de los fines del de Proteccién al Trabajo (y
del de Asistencia Social) a través de la consignacién de dotaciones anual-
mente presupuestadas, de cuya ejecucién se encargaba la extinguida Unidad
Administradora del Fondo Nacional de Proteccién al Trabajo (60) de acuerdo

(58) STC 48/1985, de 28 de marzo, f.j. 4° y 5.° (BOE, 19-4).

(59) Sobre la nocién material de «asistencia social» del art. 148.1.20. CE, véase
STC 76/1986, de 9 de junio, {. j. 6, y voto particular (BOE, 4-7); y también sobre el
articulo 27.23 del Estatuto gallego, STC 146/1986, de 25 de noviembre, f. j. 2, en
conflictos positivos de competencia, acumulados, promovidos por el Gobierno de Ga-
licia contra sendas resoluciones de la Direccién General de Accién Social del MTSS,
de convocatoria de dotaciones econémicas para contribuir a la financiacién de pro-
gramas de accién social (BOE, 10-12),

(60) Transferida como tal unidad administrativa de gestién a la Comunidad Au-
ténoma gallega por el citado RD 1.928/1984, de 12 de septiembre.
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con los programas de actuacién anualmente establecidos (el dltimo de ellos
por OMTSS de 16 de marzo de 1984; hoy las funciones de la vieja Unidad,
ocupada después en la gestibn y administracién del Fondo de Solidaridad
para el Empleo, al que en seguida me referiré, se desempefian por las distin-
tas del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que han asumido sus com-
petencias, aprobandose por OM de 21 de febrero de 1986 los programas de
apoyo a la creacién de empleo a desarrollar por dicho departamento minis-
terial, completada por OM de 6 de abril de 1987 para el apoyo al empleo en
cooperativas y sociedades laborales, y distribuyéndose territorialmente las
subvenciones correspondientes, para el ejercicio econémico de 1987, por
OM de 25 de mayo de 1987).

Existia también, y existe, el Fondo de Garantia Salarial, creado por la
Ley de Relaciones Laborales de 8 de abril de 1976 (art. 31 y disp. adicio-
nal décima), regulado después por el Estatuto de los Trabajadores (Ley 8/
1980, de 10 de marzo, art. 33; ya antes habia sido reformado por el RD-L
34/1978, de 16 de noviembre), modificado por la Ley 32/1984, de 2 de
agosto, de reforma parcial de la ley estatutaria laboral. Este es un fondo inter-
empresarial de ambito nacional administrado por el organismo auténomo de
caracter administrativo «Fondo de Garantia Salarial», «adscrito al Ministerio
de Trabajo y Seguridad Social, a través de la Subsecretaria del Departamen-
to», que posee personalidad juridica propia y capacidad de obrar para el
cumplimiento de sus fines (art. 1.1 RD 505/1985, de 6 de marzo, de orga-
nizacién y funcionamiento del Fondo, y art. 5 RD 530/1985, de 8 de abril,
sobre estructura orgénica del MTSS) y que, en consecuencia, queda afecta-
do por la autolimitacién competencial del Estatuto gallego.

Posteriormente, en el marco de las medidas de la reconversién industrial,
se regularon los Fondos de promocién de empleo (por RD 335/1984, de 8 de
febrero, modificado por RD 341/1987, de 6 de marzo, a partir del articu-
lo 22 del RD-L 8/1983, de 30 de noviembre, sustituido por el precepto de
igual nimero de la Ley 27/1984, de 26 de julio, de reconversién y reindus-
trializacién) «como asociaciones sin 4nimo de lucro, con personalidad juri-
dica propia» y «caracter de entidades colaboradoras del Instituto Nacional
de Empleo, actuando bajo la inspeccién del mismo» para la creacién de em-
pleos nuevos, recolocacién y readaptacién profesional de los trabajadores
afectados ——adem4s de otros fines de seguridad social—, cuya constitucién
concreta se encargaba a los Decretos de reconversién. Incursos igualmente
estos fondos, por su afectacién singular al empleo, en la previsién excepcio-
nante del articulo 29.1 del Estatuto de Autonomia de Galicia, excepciona-
ban al tiempo las competencias gallegas de «desarrollo y ejecucién en Galicia
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de... los planes establecidos por el Estado para la reestructuracién de secto-
res econémicos» [art. 30.7.a)] (61).

En fin, el Acuerdo Econémico y Social para 1985-1986 previé en los ar-
ticulos 8 y 9.4 de su titulo I, en el que se recogian los acuerdos tripartitos
firmados el 9 de octubre de 1984 entre el Gobierno, CEOE-CEPYME y UGT,
la creacién «durante el ejercicio presupuestario de 1985» de un Fondo de
Solidaridad para el Empleo «por una cuantia de 60.000 millones de pesetas»
destinadas «hacia programas que se inspiren en lo previsto por el Fondo
Social Europeo, tales como formacién y orientacién profesional, apoyo sala-
rial a las nuevas contrataciones, reinsercién e integracién socioprofesional,
elaboracién de proyectos generadores de empleo y de caracter innovador, y
programas que tiendan a reducir los desequilibrios territoriales». El compro-
miso gubernativo se articulé a través de la ley presupuestaria para 1985
(disp. adicional 19), desarrollada por el RD 180/1985, de 13 de febrero,
y OM de 21 del mismo mes, y, en lo que hace a la financiacién del Fondo
mediante cotizaciones a la Seguridad Social de trabajadores y empresarios,
por RD 1/1985, de 5 de enero, y OM de 15 del mismo mes (62).

El cardcter eminentemente coyuntural de la regulacién referida [gran
parte de la ley de reconversién y reindustrializacién perdié su vigencia en
31-XI1-1986 y en 31-XI1-1987, cumplida la prérroga de un afio que para
algunos de sus capitulos instrument6 la ley de presupuestos para 1987 (63)],
obliga a rellenar la férmula estatutaria gallega con la vigente en cada momen-
to, en el bien entendido de que el Estado se reserva, por decisién del Estatuto
gallego, «todas las competencias» sobre los fondos de dmbito nacional labo-
rales (lo es, indiscutiblemente, el de garantia salarial, porque la prestaci6n

(61) Sobre las competencias de ejecucién de las Comunidades Auténomas, con-
currentes con las del Estado, en los procedimientos de declaracién de sectores en
reconversion y en el desarrollo y ejecucién de los planes de reconversién en la citada
Ley de reconversién y reindustrializacién, y, en concreto, sobre las potestades de inter-
vencién y ejecuciéon de Galicia, STC 29/1986, cit., f.j. 4 y ss. Por su parte, y en igual
sentido, el RD 1.999/1984, de traspaso de funciones y servicios del Estado a la Co-
munidad Auténoma de Galicia en materia de expedientes de rcgulacién de empleo,
reserva al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social la resolucién de dichos expedien-
tes en caso de «empresas acogidas a planes de reconversién sectorial, cuya competen-
cia vendra determinada por lo que establezca la norma aprobatoria de cada plan
sectorial» [Anexo I, C), a)].

(62) Sus remanentes de crédito se aplicardn durante 1988, hasta su agotamiento,
a los programas de apoyo al empleo y a la formacién profesional fijados por el Go-
bierno a propuesta del MTSS (disp. trans. 12.* de la Ley 33/1987, de 23 de diciembre,
de Presupuestos Generales del Estado para 1988).

(63) Disp. adicional 42.1.
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de tal naturaleza es elemento esencial del contrato de trabajo) y sobre los
fondos de dmbito nacional de empleo, materia no laboral en el deslinde com-
petencial constitucional, excluida aquella que bajo la ribrica «empleo» recai-
ga directamente sobre el contrato de trabajo y su regulacién.

3. Las entidades cooperativas: no forman parte material
de la legislacion laboral a efectos del reparto competencial

Tampoco las entidades cooperativas son materia laboral en la operacién
constitucional y estatutaria de reparto territorial de atribuciones. La Consti-
tucién alude a las «sociedades cooperativas» en su articulo 129.2 para en-
cargar a los poderes publicos su fomento «mediante una legislacién adecua-
da», omitiéndolas después en las correspondientes listas de materias y compe-
tencias de sus articulos 148.1 y 149.1.

No estando atribuidas expresamente al Estado por la Constitucién (at-
ticulo 149.1), las competencias sobre las mismas podian corresponder a las
Comunidades Auténomas en virtud de sus respectivos Estatutos de Autono-
mia, por causa del juego de la primera de las cldusulas residuales del articu-
lo 149.3 CE. Asi ha sucedido, entre otros, en el Estatuto gallego, que en su
articulo 28.7 atribuye a la Comunidad Auténoma competencias de desarrollo
legislativo y ejecucién «de la legislacién del Estado», bdsica, por tanto, en
materia de «entidades cooperativas», y «en los términos que la misma esta-
blezca». La legislacién estatal —Ley 3/1987, de 2 de abril, general de co-
operativas— delimita, de esta forma, el contenido concreto de las competen-
cias gallegas estatutariamente asumidas: desarrollo legislativo y ejecucién (dis-
posicién final 1.2 y disp. adicional 1).

El Tribunal Constitucional, por su parte, ha confirmado expresamente
este extrafiamiento de las entidades cooperativas respecto de la materia la-
boral en sus Sentencias 72/1983, de 29 de julio; 44/1984, de 27 de marzo,
ya citadas, y 165/1985, de 5 de diciembre (64).

Ello no obstante, los servicios estatales instrumentales al ejercicio de las

(64) Dictada en el conflicto positivo de competencia promovido por el Gobierno
vasco frente a Resolucién de la Direccién General de Cooperativas del Ministerio de
Trabajo (Sanidad) y Seguridad Social (BOE, 17-12). Todas estas decisiones se fijan en
el limite territorial de las competencias comunitarias en materia de cooperativas. Véase
mi trabajo «Regulacién juridica de las cooperativas: distribucién competencial entre
¢l Estado y las Comunidades Auténomas», en I Encuentros cooperativos de la Univer-
sidad del Pais Vasco, Departamento de Trabajo, Sanidad y Seguridad Social. Gobierno
Vasco, Vitoria, 1986, pp. 11 y ss.
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competencias autondémicas en el dmbito cooperativo se han transferido a la
Comunidad gallega, siguiendo esquemas organizativos histéricos, indiscrimi-
nadamente con los traspasos en materia de trabajo operados por los RD 2.412/
1982 y 1.928/1984. Recibidas las transferencias por la Administracién auté-
noma, fueron asignadas a su Conselleria de Trabajo, Seguridad Social y Emi-
gracién —hoy de Trabajo y Bienestar Social-—, cuya Direccién General de
Trabajo cuenta con una Subdireccién General de Empleo y Cooperativas pro-
vista, a su vez, de un Servicio de Cooperativas y Empleo (Decreto de la Xun-
ta de Galicia 367/1987, de 22 de octubre).

VI. LA AMPLIACION ULTERIOR DE LAS COMPETENCIAS
AUTONOMICAS EX ARTICULO 29.1, «IN FINE», DEL ESTATUTO GALLEGO
Y EX ARTICULO 150.1 Y 2 DE LA CONSTITUCION

Finaliza el articulo 29.1 del Estatuto su formulacién, como ya es conocido,
abriendo una via a la ampliacién posterior de las competencias gallegas jus-
tamente en las materias que procede a reservar plenamente al Estado, via
que instrumenta por remisién a «lo que establezcan las normas del Estado
sobre estas materias». Ademds, dicho articulo 29 cierra su relacién de mate-
rias, sobre las que Galicia asume estatutariamente competencias de ejecucion
de la legislacién del Estado, con la mencién expresa a «las que con este ca-
ricter (de ejecucidn) y mediante ley orgdnica sean transferidas por el Esta-
do» (también se cierra de igual modo el elenco material del articulo 27 sobre
competencias exclusivas de Galicia). Por tltimo, el articulo 36 prevé la soli-
citud al Estado por la Comunidad Auténoma gallega, a través de su Parla-
mento, de «la transferencia o delegacién de competencias no asumidas en
este Estatuto».

1. La via estatutaria o interna de ampliacién competencial
sobre migraciones interiores y fondos nacionales,
laborales y de empleo

La via singular incorporada a la propia estructura interna del articu-
lo 29.1, y objetivamente limitada a las materias sobre las que se cierne la
autorrestriccién estatutaria, aunque no titil a todas, es, evidentemente, de mas
facil recorrido que las contempladas en los restantes preceptos estatutarios
y en el articulo 150.1 y 2 CE. El empleo del término «normas del Estado»,
de amplio alcance (extendido, sin duda, a las leyes ordinarias y a las normas
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reglamentarias estatales, y no s6lo a las leyes organicas requeridas en los otros
supuestos ampliatorios), asi permite sostenerlo. Porque, en este caso, es el
propio Estatuto el que fija las competencias autonémicas de modo negativo,
previendo su futura determinacién positiva por las normas estatales. La am-
pliacién competencial se halla, pues, en la misma previsién estatutaria, cuya
concrecion cumplimentardn las normas del Estado sobre tales materias. Por
decirlo con los términos de la Sentencia constitucional 10/1982, de 23 de
marzo (65), el «Estatuto restringe... la asuncién de competencias posibles»,
pero disponiendo su asuncién y ejercicio posterior, que encarga establecer a
las normas estatales; o con los de S. MuRoz MacHapo, el Estatuto «opera,
pues, un reenvio a una prescripcién externa al Estatuto mismo cuyo conte-
nido acepta como propio» (66). La autolimitacién competencial estatutaria,
en definitiva, lleva en si misma el germen de su destruccién, que habran de
accionar las normas del Estado.

Por ello, justamente, el previsto crecimiento estatutario no podra afectar
legitimamente sino a las competencias asumibles y efectivamente asumidas
por la Comunidad gallega a través del Estatuto de Autonomia: no otras, con-
secuentemente, que las de ejecucidn sobre los fondos de dmbito 'nacional
laborales y las que las normas estatales le atribuyan, en el mismo nivel de
ejecucién de la legislacién del Estado, en materia de migraciones interiores
y de fondos de dmbito nacional de empleo. Ya se habl6 de la posibilidad del
gjercicio extraterritorial de las competencias comunitarias sobre estas migra-
ciones a través de férmulas convenidas de cooperacién con el propio Estado
o con otras Comunidades Auténomas (art. 35.1 y 2 del Estatuto).

Y ya se advirtié también mds atrds acerca de la incapacidad radical de
esta técnica estatutaria (de fijacién competencial indirecta o por remisién
normativa) para actuar sobre materias sujetas a la competencia plena o abso-
luta del Estado, como son las «migraciones... exteriores» (aqui, la Comuni-
dad Auténoma gallega, segiin el articulo 35.3 de su Estatuto, «podra solicitar
del Gobierno que celebre y presente, en su caso, a las Cortes Generales, para
su autorizacién, los tratados o convenios que permitan el establecimiento de
relaciones culturales con los Estados con los que mantenga particulares vincu-
los culturales o lingiiisticos»). Indisponible tal materia por los Estatutos de
Autonomia por determinacién de la Constitucidén (art. 149.1.2.2), lo es igual-
mente por la decisién del Estatuto gallego de apelar a posteriores normas es-

(63) BOQE, 214, f.§. 2. El «reenvio operado atribuye a la Ley estatal la delimita-
cién positiva del contenido de las competcncias autonémicas», dice la STC 29/1986,
cit,, f.j. 2.B), reiterada por la STC 21/1988, de 18 de febrero, {.j. 2 (BOE, 1-3).

(66) Derecho Publico de las Comunidades Auténomas, 1, Civitas, Madrid, 1982,
p. 355.
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tatales para abrirla a la participacién autondmica. La interpretacién contraria
del Estatuto es evidente que no resultaria conformada a la Constitucién.
Precisando la Comunidad Auténoma gallega para obtener competencias en
aquel orden material de la utilizacién por el Estado del mecanismo de trans-
ferencia extraestatutario previsto en el articulo 150.2 de la Constitucién.

2. El incremento extraestatutario de las competencias
de la Comunidad Auténoma gallega: en materia de emigracién
exterior y de legislacién laboral

Mecanismo que contempla el Estatuto gallego en sus articulos 29.5 y 36 y
que, segiin el tenor literal del apartado 2 de aquel precepto constitucional,
consiste en la transferencia o delegacién por el Estado a las Comunidades
Auténomas, autorizada por ley orgdnica, de «facultades correspondientes a
materia de titularidad estatal que por su propia naturaleza sean susceptibles
de transferencia o delegacién». La ley orgdnica requerida «precisara en cada
caso la correspondiente transferencia de medios financieros, asi como las
Jormas de control que se reserve el Estado».

La transferencia por este cauce de facultades ejecutivas en materia de
emigracién a la Comunidad Auténoma de Galicia activaria la tan deseada
participacién gallega en su gestién [como asi se not6 en el debate estatuta-
rio (67)], alcanzando, de este modo, significacién mayor tanto sus competen-
cias sobre colectividades gallegas en el exterior como la declaracién progra-
mética del articulo 4.3 del Estatuto gallego, que imprime un peculiar sello u
orientacién politica a su conjunto y, sefialadamente, al articulo 29.1. Entre
tanto, la bisqueda de soluciones convenidas con el Estado podria servir a la
colaboracién autonémica en este dambito (68).

(67) Por el entonces diputado centrista ArLzaGa ViLLAAMIL: La emigracién en
tierras gallegas «es un problema nacional», por lo que «el Estado no puede... apro-
vechando la realidad del proceso autonémico, lavarse las manos...». Pero, «en forma
detallada, con el estudio y con las garantias que ello requiere, precisamente en interés
de Galicia, qué duda cabe que la Comunidad Auténoma gallega va a desempeiiar, en
colaboracién con el Estado, un papel preponderante, un papel realmente importante
en materia de emigracién interior y exterior» (CoORrTES, Diario de Sesiones del Congre-
so de los Diputados, Comisién Constitucional, 20-11-1979, cit., p. 289, apud. CORTES
GENERALES, cit., p. 217),

(68) Asi ha sido en el caso de la Comunidad Auténoma de Canarias mediante el
Acuerdo de colaboracién suscrito por su Gobierno y el Instituto Espafiol de Emigracién,
el 16-4-1985, para la atencién de los ancianos espaiioles emigrantes que deseen retarnar
a Espaiia y carezcan de medios econémicos (Res. 18-4; BOE, 21-5). Las Comunidades

136



ANALISIS DEL ESTATUTO DE GALICIA

No es éste, por fin, el lugar idéneo para reflexionar sobre la posible
utilizacién de esta via, y de la que despeja el articulo 150 CE, en su aparta-
do 1, para acrecentar las competencias gallegas en el terreno propiamente
laboral —y en el de las migraciones interiores, segin el Estatuto gallego—,
abriendo el monopolio legislativo del Estado a los poderes normativos auto-
némicos legislativos (con el limite que marca el respeto del principio de igual-
dad bdsica de las condiciones de trabajo, también bdsicas, de los espafioles en
todo el territorio del Estado: articulos 149.1.1.° y 139.1, asegurado, en el
caso de las delegaciones legislativas del articulo 150.1, por los «principios,
bases y directrices» fijados en la ley marco u otra ley estatal, y, en el supuesto
de las transferencias y delegaciones del articulo 150.2, por la invocacién que
el precepto hace a la naturaleza propia de las materias susceptibles de trans-
ferencia o delegacién y por la exigencia de ley orgénica para su instrumenta-
cién) y reglamentarios de desarrollo de las leyes laborales del Estado (cuyos
eventuales frutos encajarian, tanto en las «normas legislativas» a que alude el
articulo 150.1, como en la interpretacién que se ha generalizado del aparta-
do 2 de dicho precepto constitucional). Son estas técnicas de entendimiento
y valoracién bien problematicas en la doctrina y de dificil empleo, como es
facil colegir, en la practica. Pero su posibilidad teérica debia quedar apuntada.

Auténomas «cuyos Estatutos otorguen competencias relacionadas con sus colectividades
en el exterior y asi lo soliciten» pueden contar con rcpresentantes en el Consejo Gene-
ral de la Emigracién, 6érgano consultivo adscrito a la Direccién General del Instituto
Espafiol de Emigracién del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (art. 10.4 del
RD 1.339/1987, de 30 de octubre, sobre cauces de participacién institucional de los es-
paiioles residentes en el extranjero).
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